
Santiago, cuatro de octubre de dos mil veintid s.ó

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE: 

PRIMERO: Que, comparece do a Rebeca Zamora Picciani,ñ  

en representaci n de T  VES S.A., (en adelante TUVES; T  VES; oó Ú Ú  

T  Ves), sociedad del giro telecomunicaciones e interpone recurso deú  

apelaci n  en  conformidad  al  art culo  34  de  la  Ley  N 18.838,  queó í °  

Crea el Consejo Nacional de Televisi n , en contra de la resoluci n“ ó ” ó  

del Consejo Nacional de Televisi n (en adelante CNTV), contenida enó  

el Ordinario N  735, de fecha 11 de agosto de 2021, notificado el 16º  

de agosto del mismo a o, que le impuso a su representada una multañ  

de  20  UTM,  contemplada  en  el  art culo  33  N 2  de  la  Ley  deí °  

Televisi n, con el objeto de que se deje sin efecto, con costas.ó

Expone  que,  el  fundamento  de  la  multa  impuesta  fue  por 

supuestamente  vulnerar el correcto funcionamiento de los servicios de“ ”  

televisi n,  establecido  en  el  art culo  1  de  la  Ley  N  18.838,ó í º º  

configurada por haber emitido el d a 22 de enero de 2021, a partir deí  

las 11:30 horas, la pel cula í “Once Upon a Time in Hollywood rase–É  

una vez en Hollywood", por el canal de pel culas HBO, en horario deí  

protecci n  de  ni os  y  ni as  menores  de  18  a os,  exhibi ndoseó ñ ñ ñ é  

secuencias  con  contenidos  inapropiados  para  menores  de  edad, 

pudiendo  con  ello  afectar  el  normal  desarrollo  de  su  formaci nó  

espiritual e intelectual.

Alega  que  no  transmiti  la  pel cula  objeto  de  los  cargosó í  

formulados  por el  CNTV en el  Ord.  735/2022 (sic),  en la  se al  yñ  

horarios indicados, por lo que en sus descargos solicit  al CNTV abriró  

un t rmino probatorio, lo que ni siquiera fue considerado, declarandoé  

estos extempor neos por no constar la fecha de notificaci n a su parte. á ó

Fundando su recurso, sostiene en primer t rmino que la facultadé  

de  fiscalizaci n  del  CNTV  y  las  disposiciones  que  consagran  susó  

infracciones  constituyen  leyes  penales  en  blanco,  contrariando  el 

principio de legalidad, cuyo contenido esencial radica en que no puede 

sancionarse  ninguna conducta ni  imponerse  pena alguna que no se 

encuentre establecida en la ley.
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Previa cita del art culo 1  de la Ley N  18.838, sostiene que lasí ° °  

potestades  del  CNTV  resultan  vagas,  imprecisas  y  carentes  de  la 

precisi n  exigida  por  nuestro  constituyente,  pues  el  ó correcto“  

funcionamiento  de un servicio es un concepto ampl simo, carente de” í  

un sentido y alcance conforme con la garant a de legalidad que exigeí  

nuestra  constituci n  pol tica.  Seg n esto  -dice-,  la  determinaci n  deó í ú ó  

aquello que es correcto e incorrecto ha quedado a total arbitrio del 

CNTV, lo que contrasta con lo dispuesto por el art culo 19 N 3, incisoí °  

s ptimo, de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.é ó í ú

Reclama  que,  en  este  caso  no  existe  la  informaci n  ni  eló  

mecanismo preventivo necesario que le permita a T  Ves  conocer“ ú ”  

con certeza y anticipaci n la calificaci n de las pel culas o programasó ó í  

que los Proveedores de Contenido emiten. Destaca que no se encuentra 

disponible  para  los  operadores  de  TV Paga  un  listado  de  aquellas 

pel culas  o  programas  calificadas  por  el  Consejo  de  Calificaci ní ó  

Cinematogr fica, (en adelante CCC), como no aptas para menores deá  

18 a os, ni el CNTV cuenta con un listado, link o informaci n queñ ó  

permita obtener en forma actualizada aquellas pel culas que, estando oí  

no calificadas por el CCC, han sido objeto de sanci n por parte deó  

dicho Consejo. Por ello, T  Ves  env a mensualmente al CNTV la“ ú ” í  

programaci n que le entregan los Proveedores de Contenidos y que seó  

emitir  el  mes  siguiente,  a  efectos  que  el  CNTV le  comunique  oá  

informe respecto de las pel culas y programas que, a su juicio, seaní  

transmitidos en horarios no aptos para menores de edad. Sin embargo, 

a la fecha nunca ha recibido respuesta a la correspondencia enviada.

Plantea que, la facultad de fiscalizaci n del CNTV, en base aó  

criterios abstractos, contrar a la libertad de expresi n garantizada en laí ó  

Constituci n. Por ello, al establecer el art culo 1  de la Ley ya citadaó í °  

que  Se entender  por correcto funcionamiento de estos servicios el“ á  

permanente (..) ,”  debe concluirse que la facultad de CNTV tiene que 

ser aplicada, de manera tal, que se logre una arm nica interpretaci nó ó  

con lo estatuido en el art culo 19 N 12  de nuestra Carta Magna.í ° °
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Expone que, en cuanto operadora, no tiene ninguna posibilidad 

de influir en los contenidos que se emiten en las se ales de televisi nñ ó  

por cable o satelitales. Explica que la industria de televisi n de pago seó  

encuentra  compuesta  por  3  eslabones,  esto  es,  (i)  Proveedores  de 

Contenidos;  (ii)  Operadores  de  TV Paga;  y  (iii)  Consumidores.  Los 

Proveedores  de  Contenido  son  empresas  dedicadas  a  estructurar“ ”  

canales o se ales de televisi n y su principal actividad consiste en elñ ó  

otorgamiento  de  licencias  a  los  Operadores  de  TV  paga,  para  la 

transmisi n de sus canales de televisi n, entre los que se encuentra suó ó  

representada.

Afirma  que,  ha  actuado  de  forma  diligente  para  dar 

cumplimiento a la normativa vigente, pues proporciona al consumidor 

la posibilidad de limitar el contenido visible en cada televisor mediante 

la contrataci n de las herramientas de control parental con las que seó  

protege a los ni os y ni as menores de edad de los contenidos queñ ñ  

puedan acceder en la televisi n de pago.ó

Sostiene que la Resoluci n Exenta N  591 del Consejo Nacionaló °  

de Televisi n (Diario Oficial de 10 de noviembre de 2020), que dictaó  

normas generales para la determinaci n de la cuant a de las multas queó í  

debe aplicar el CNTV, es inconstitucional.  La Resoluci n, fruto deló  

ejercicio  de  la  potestad  reglamentaria,  busca  solucionar  la  ya 

constatada inconstitucionalidad de que adolecen las disposiciones de la 

Ley  N  18.838,  por  cuanto  intenta  establecer  criterios  para  la°  

aplicaci n de multas por vulneraci n de sus normas. Sin embargo, noó ó  

toma en  consideraci n  que las  penas  y  su gradualidad  deben estaró  

establecidas en leyes, de acuerdo lo establece la misma Ley N  18.838°  

en su art culo  33,  y no en un acto administrativo como lo es  unaí  

Resoluci n Exenta, por lo que su aplicabilidad resulta cuestionable.ó

Finalmente,  se ala  que  con  fecha  30  de  julio  de  2020,  elñ  

Tribunal  Constitucional,  en  autos  por  Requerimiento  de 

Inaplicabilidad  por  Inconstitucionalidad  respecto  del  art culo  33,í  

n mero 2, de la Ley N 18.838, en su sentencia Rol N s 8196 y 8018ú º °  

de 2020, acogi  los Requerimientos interpuestos por TUVES.ó
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As , tal como lo ha sostenido su parte durante los ltimos 2 a osí ú ñ  

en todas sus presentaciones, refiri ndose a la potestad sancionatoria delé  

Consejo,  el  Tribunal  Constitucional  se al  que  ñ ó el  precepto“  

impugnado resulta en su aplicaci n contrario a los numerales 2 y 3 deló  

art culo 19 de la  Constituci n,  pues  no garantiza realmente que elí ó  

Consejo Nacional de Televisi n o el juez de fondo, en su caso, puedanó  

ajustar  o  calibrar  la  sanci n,  quedando entregada  la  determinaci nó ó  

precisa  de  la  multa,  en  el  caso  concreto,  a  la  sola  apreciaci nó  

discrecional de quien la impone y ello no por defecto o error en la  

apreciaci n de dicho Consejo, sino porque el precepto legal contenidoó  

en  el  art culo  33  N 2  de  la  Ley  N  18.838  adolece  de  criterios,í º º  

m rgenes o par metros que son constitucionalmente exigidos para queá á  

resulte,  en  su  aplicaci n,  respetuoso  de  la  Carta  Fundamental ,ó ”  

considerando adem s,  que TUVES no tiene c mo conocer  de anteá ó  

mano cu les  son los  contenidos que el  Consejo estima sancionablesá  

conforme a criterios indeterminados.

Esto fue ratificado el 1 de abril de 2021, en las causas 9166 y 

9167 dictadas por el Excmo. Tribunal Constitucional, donde la misma 

norma fue nuevamente declarada inconstitucional. 

Solicita,  en definitiva, que esta Corte deje sin efecto la  multa 

impuesta a su parte, con costas. 

SEGUNDO: Que,  informando  el  recurso,  el  abogado  don 

Antonio  Madrid  Arap,  en  representaci n  del  Consejo  Nacional  deó  

Televisi n, solicita su rechazo, con costas. ó

Expone que, en sesi n del d a 17 de mayo de 2021, se acordó í ó 

formular  cargo al  operador TU VES S.A.,  por infringir  el  correcto 

funcionamiento  de  los  servicios  de  televisi n  a  trav s  de  su  se aló é ñ  

HBO-CANAL 135 , por inobservancia del art culo 1  de la Ley N“ ” í º ° 

18.838, al exhibir el d a 22 de enero de 2021, en horario de protecci ní ó  

de Ni os, Ni as y Adolescentes (en adelante NNA) la pel cula ñ ñ í Once“  

Upon  a  Time  in  Hollywood   rase  una  vez  en  Hollywood– É ,  no”  

obstante  su  contenido  eventualmente  inapropiado  para  menores  de 

edad, amagando el bien jur dico formaci n espiritual e intelectual de laí ó  
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ni ez  y  la  juventud;  no  se  formularon  descargos  ni  se  aportaronñ  

probanzas dentro del procedimiento; con fecha 2 de agosto de 2021, se 

acord  ratificar lo obrado en la fiscalizaci n; y, dada la gravedad de laó ó  

infracci n, constituida por el compromiso de la integridad y bienestaró  

de NNA, ausencia de reincidencia y alcance territorial  nacional  del 

operador,  se  acord  multarlo  con  monto  m nimo  de  20  UTM,ó í  

conforme al art culo 33  N  2 de la Ley N 18.838, por infringir aquelí ° ° °  

principio  formativo  y,  con  ello,  el  correcto  funcionamiento  de  la 

televisi n, en armon a con el citado art culo 1  de la Ley N  18.838 yó í í ° °  

el art culo 19 N  12 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ° ó í ú

Se refiere al contenido del Informe T cnico C-9970, emitido poré  

el Departamento de Fiscalizaci n y Supervisi n, respecto de la pel culaó ó í  

antes mencionada, y cita lo dispuesto por el art culo 2  de las Normasí ° “  

Generales sobre Contenidos de las Emisiones de Televisi n  (normativaó ”  

dictada por el CNTV al amparo del art culo 12  letra l, de la Ley Ní ° ° 

18.838), que se ala:  ñ Se establece como horario de protecci n de los“ ó  

ni os y ni as menores de 18 a os, el que media entre las 06:00 y lasñ ñ ñ  

22:00 horas , y su art culo 1  letra e) define esa franja como aquella” í °  

dentro de la cual no podr n ser exhibidos contenidos no aptos paraá  

menores  de  18  a os  que  puedan  afectar  la  formaci n  espiritual  eñ ó  

intelectual  de  la  ni ez  y  la  juventud,  en  armon a  con  el  referidoñ í  

art culo 1  de la Ley 18.838.í ° ”

Sostiene que, ni en el procedimiento administrativo, ni en este 

recurso,  el  recurrente  logra  alterar  la  presunci n  de  legalidad  queó  

inviste el acta de fiscalizaci n respectiva -que indica la transmisi n deó ó  

la pel cula, por la se al aludida, con los contenidos rese ados y en elí ñ ñ  

horario de protecci n de NNA-, pues no acredit ,  ni acredita en laó ó  

actualidad, con ninguna probanza relevante alg n hecho que desvirt eú ú  

esas conclusiones

Informa  que,  dentro  del  proceso  de  fiscalizaci n  la  propiaó  

permisionaria reconoci , a trav s de su carta de respuesta Ord. 71 14,ó é “ ”  

de  fecha  18  de  febrero  de  2021,  que  efectivamente  transmiti  laó  

pel cula rase una vez en Hollywood , el d a 22 de enero de 2021í “É ” í ” 
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en  horario  de  protecci n  de  NNA;  el  propio  material  audiovisualó  

-pel cula fiscalizada-, que envi  al CNTV acredita tales circunstancias yí ó  

el horario de transmisi n reprochado, es decir, que se efectu  en esaó ó  

fecha y desde las 11:30 AM, dentro del bloque de protecci n. ó

Afirma  que,  bas ndose  en  esa  evidencia,  el  informe  deá  

fiscalizaci n acredit  que T  Ves transmiti  la pel cula en cuesti n, eló ó ú ó í ó  

d a 22 de enero de 2021, desde las 11:30 AM a trav s de la se alí é ñ  

HBO  CANAL 135 , es decir en horario de protecci n de NNA.“ – ” ó

En cuanto a la alegaci n de la recurrente, sobre a una supuestaó  

infracci n al principio de legalidad, se ala que los conceptos utilizadosó ñ  

por el art culo 1  de la Ley N  18.838 son de car cter indeterminado yí ° ° á  

no  dan,  ni  pueden  hacerlo,  una  f rmula  general  para  todas  lasó  

imputaciones  futuras,  pues  el  Consejo  desarrolla  una  hermen uticaé  

basada en criterios de l gica y experiencia, acorde al sentido y finalidadó  

de la ley en relaci n a la gravedad de cada infracci n que detecta, lasó ó  

que,  por  tratarse  de  un  fen meno  mutable  como  la  televisi n  -enó ó  

cuanto a la t cnica de sus transmisiones como a la valoraci n socialé ó  

sobre  los  l mites  de  las  mismas-,  deben  ser  analizadas  con  criteriosí  

suficientes  de  flexibilidad  para  dotarlas  de  la  debida  legitimidad  en 

cada  caso.  De  all  que  la  normativa  reglamentaria  dictada  por  elí  

Consejo proh ba la transmisi n en horario de protecci n de menoresí ó ó  

de  pel culas  con  contenido no apta  para  ser  visualizado  por NNA,í  

regulaci n que se sustenta a su vez en lo dispuesto en la Ley N  18.838ó °  

y en la Convenci n de los Derechos del  Ni o,  en armon a con losó ñ í  

art culos  5  inciso  segundo  y  6  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ° ó í  

Rep blica.ú

Por lo anterior, afirma que no existe infracci n alguna en la penaó  

aplicada, pues sta se sustenta en lo dispuesto por el art culo 33  N  2é í ° °  

de  la  Ley  18.838.  Adem s,  el  CNTV en  uso  de  sus  competenciasá  

legales y constitucionales est  plenamente facultado para reglamentar eá  

interpretar  los  conceptos  que  en  la  Ley  N  18.838  requieren  ser°  

dotados de contenido, pues, consagra conceptos en cuya base subyacen 

elementos mutables en el tiempo, anclados a valoraciones sociales que 
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nunca  son  r gidas,  como  ocurre,  precisamente,  con  la  noci n  deí ó  

formaci n espiritual e intelectual de la ni ez y la juventud y con eló ñ  

principio del correcto funcionamiento. 

 Cita  jurisprudencia  para  precisar  que,  si  bien  la  potestad 

sancionatoria del Estado debe sujetarse al principio de legalidad, lo que 

implica que, tanto las conductas reprochables como las sanciones con 

que se las castiga deben estar previamente determinadas en la ley, en 

estos casos y dada la naturaleza de las contravenciones administrativas, 

resulta imposible su s ntesis descriptiva en un precepto general como loí  

es  una ley.  Por ello,  el  principio de tipicidad,  traspasado al  mbitoá  

sancionatorio  de  la  Administraci n,  admite  ciertos  grados  deó  

atenuaci n, por lo que la colaboraci n reglamentaria adquiere sentidoó ó  

a  trav s  de  la  interpretaci n  que los  rganos  p blicos  hacen  de  laé ó ó ú  

normativa  que  aplican  en  cada  caso  concreto,  cuando  se  trata  de 

bienes jur dicos como el correcto funcionamiento de la televisi n y laí ó  

formaci n de la ni ez y juventud, y el CNTV tiene plena potestad paraó ñ  

efectuar esta labor; y en todo caso -agrega-, esta no es la sede para 

cuestionar  la supuesta generalidad o vaguedad de conceptos que ya 

forman parte de la Ley N  18.838, puesto que nos encontramos ante°  

un recurso de reclamaci n, cuya esencia es el control de legalidad deló  

ejercicio  de  potestades  administrativas,  destinado  a  controlar  si  al 

momento de dictar el acto administrativo que impuso sanci n a Tó ú 

Ves, el Consejo Nacional de Televisi n ha actuado dentro del marcoó  

regulatorio que le fijan los art culos 6, 7 y 8 de la Constituci n Pol ticaí ó í  

de la Rep blica; si se ha conducido dentro de las competencias que leú  

confiere  la  ley;  si  ha  respetado  las  reglas  del  debido  proceso 

administrativo; si su decisi n se encuentra razonablemente fundada; y,ó  

si  se  ajusta  a  los  fines  previstos  por  el  ordenamiento,  teniendo  en 

especial  consideraci n  que  en  nuestra  legislaci n  los  actosó ó  

administrativos gozan de presunci n de legalidad y, por tanto, es deberó  

de la permisionaria derribar dicha presunci n presentado antecedentesó  

que revistan una gravedad suficiente para alterar lo decidido por la 
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administraci n en uso de sus potestades, que es lo que no ha podidoó  

hacer T  Ves.ú

Sostiene,  en  cuanto  a  la  alegaci n  de  una  supuesta  falta  deó  

informaci n para cumplir con su obligaci n, que tal alegaci n denotaó ó ó  

un  desconocimiento  grave  de  la  forma  en  que  opera  el  mbitoá  

regulatorio  de  la  televisi n  y  del  funcionamiento  del  sistema  deó  

calificaci n  cinematogr fica  de  la  Ley  N  19.846.  Aclara  que  laó á °  

calificaci n de las pel culas no depende del CNTV sino del Consejo deó í  

Calificaci n y, que aquella es un elemento preexistente a la infracci n.ó ó  

El requirente, por tanto, pudo hacer uso de la Ley N  20.285 para°  

solicitar los antecedentes que estime pertinentes ante ese Consejo de 

Calificaci n, mas no ante el CNTV. En Chile, adem s, est  prohibidaó á á  

la censura previa y, por ello, el CNTV no puede calificar de antemano 

como nociva  para  ni os  una  pel cula  que  no  fue  calificada  por  elñ í  

Consejo  de  Calificaci n  Cinematogr fica;  aquello  s lo  puedeó á ó  

determinarse con posterioridad a la emisi n respectiva, por medio deó  

una  denuncia  y/o  fiscalizaci n  de  oficio  que  puedan  iniciar  eló  

correspondiente proceso sancionatorio donde el sujeto regulado puede 

defenderse intra y extra-procedimiento administrativo. En suma, T“ ú 

Ves  desconoce que CNTV no puede entregarle un listado de pel culas” í  

calificadas  por  el  Consejo  de  Calificaci n  Cinematogr fica,ó á  

sencillamente porque no dispone de ellas al no ser el rgano que, seg nó ú  

la Ley N  19.846, sobre Calificaci n Cinematogr fica, debe calificar el° ó á  

material; S lo una vez que se ha emitido una pel cula que el CNTVó í  

-por denuncia o de oficio-, elabora un informe t cnico que analiza susé  

efectos y, fundadamente, el H. Consejo decide si formular  cargos oá  

no;  as ,  esta  entidad  no  puede  efectuar  dicho  pronunciamiento  oí  

calificaci n  antes de la transmisi n respectiva sin riesgo de caer en“ ó ” ó  

un acto, directo o indirecto, de censura previa. El propio art culo 1  deí °  

la Ley N  18.838 faculta al CNTV s lo para fiscalizar contenidos que° ó  

hayan sido emitidos, y el art culo 13  inciso primero proh be intervenirí ° í  

la l nea editorial de los operadores de televisi n;í ó
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Respecto  al  supuesto atentado contra la  libertad  de expresi nó  

que alega la recurrente, reitera que lo controlado en esta instancia por 

esta  Corte  es  que  el  CNTV  haya  ajustado  el  ejercicio  de  sus 

competencias a la Ley N  18.838 y la sanci n impuesta por el CNTV° ó  

tiene  sus  fundamentos  en  dicha  Ley,  adem s  en  la  Constituci n  yá ó  

Tratados  Internacionales  ratificados  por  Chile,  que  configuran  un 

l mite a la libertad de expresi n -que no es absoluta- desde la existenciaí ó  

de  principio  del  correcto  funcionamiento  y  el  Inter s  Superior  delé  

Ni o, de manera que la alegaci n sobre la autonom a progresiva deñ ó “ í  

NNA  es, adem s, inveros mil; para los efectos de la Convenci n de” á í ó  

Derechos del Ni o, se entiende por ni o todo ser humano menor deñ “ ñ  

dieciocho a os, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, hayañ  

alcanzado antes  la  mayor a de edad  (art culo 1 ),  a  la  vez que suí ” í °  

art culo 5  consagra  esta autonom a siempre en orden a que NNAí ° í  

ejerzan los derechos reconocidos en la presente convenci n.  Se trata,“ ó ”  

entonces, de una audiencia vulnerable, por lo que se debe cautelar que 

se cumplan las directrices que se han mencionado, tendientes a evitar 

que se vean expuestos a programaci n que perjudique su bienestar yó  

derechos fundamentales.

Son tales l mites supra constitucionales los que se han aplicadoí  

en esta sanci n, y leg timamente limitan el  ejercicio de la actividadó í  

econ mica de T  Ves, l mites que encuentran su correlato legal internoó ú í  

en la Constituci n, en los art culos 1 , 12  letra l) de la Ley N  18.838,ó í ° ° °  

y  en  las  Normas  Generales  sobre  Contenidos  de  las  Emisiones  de 

Televisi n,  y  son  de  obligatorio  cumplimiento  para  todos  losó  

operadores de televisi n seg n los art culos 6  y 19 N  21 del Textoó ú í ° °  

Fundamental, lo que ha sido ratificado por diversos fallos de SS. Iltma. 

(roles N s. 136, 143, 371, 473, 577, 581, 595 y 667, todos de 2019 y°  

423, de 2020);

En cuanto a la imposibilidad que alega la recurrente para alterar 

su programaci n y, por tanto, a la ausencia de culpa que invoca, se alaó ñ  

que  estos  argumentos  deben  ser  descartados,  pues  contravienen  el 

art culo 13  inciso 2  de la Ley N  18.838 y desconocen la naturalezaí ° ° °  
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de orden p blico de la normativa aplicada, que como tal no puede serú  

alterada por ning n tipo de estipulaci n o cl usula contractual, comoú ó á  

podr an  ser  aquellas  que  sustentan  su  v nculo  con  proveedores  deí í  

contenidos extranjeros. Son los contratos que suscribe el recurrente los 

que deben adaptarse a la ley chilena, y no al rev s, pues el art culo 13é í  

de  la  Ley  citada,  hace  exclusiva  y  directamente  responsable  a  la 

permisionaria  de  cualquier  contenido,  nacional  o  extranjero  que 

transmita o retransmita; As , conforme al art culo 15  bis de la Ley Ní í ° ° 

18.838,  la  permisionaria  asume  el  deber  ineludible  de  respetar  el 

principio  del  correcto  funcionamiento  de  la  televisi n,  por  lo  que,ó  

conociendo de antemano la regulaci n vigente que impone el deber deó  

respetar la salud ps quica de ni os, debi  saber qu  contenidos y quí ñ ó é é 

horarios eran inapropiados para transmitir esta pel cula. A ello, debeí  

sumarse el hecho de que la transmisi n fue efectuada en el a o 2021, yó ñ  

la pel cula se encuentra calificadas como no apta para menores de 14í  

a os, en el a o 2019; ñ ñ

Por  tanto,  basta  la  mera  inobservancia  por  parte  de  la 

permisionaria  del  deber de cuidado que le  impone la ley para  que 

incurra en responsabilidad infracci n y su responsabilidad no puedeó  

bajo  ning n  supuesto,  ser  delegada  en  otras  personas,  entidades  oú  

clientes.  En  derecho  administrativo  sancionador  -agrega-,  basta  la 

imprudencia  para  que  se  entienda  cometida  la  infracci n,  y,  salvoó  

prescripci n legal expresa, no se exige dolo para tal finalidad, sino queó  

se enfatiza la culpa o la imprudencia, sancionable en toda su extensi nó  

o grados. Sobre la existencia de mecanismos de control parental u otros 

tecnol gicos, indica que no puede perderse de vista que los padres noó  

prestan un servicio de televisi n regulado por este r gimen, y en suó é  

labor de educaci n podr n contratar o no servicios de televisi n, peroó á ó  

jam s  se  puede  afirmar  que  aquellos  a  quienes  se  dirigen  lasá  

trasmisiones o difusi n de programas de televisi n, sean responsables yó ó  

deban velar porque se respete la normativa vigente: quien ofrece el 

producto y lo  trasmite  es  a  quien  corresponde la  sanci n,  y  no aló  

cliente.
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Se refiere a continuaci n, a la supuesta discriminaci n frente aó ó  

otras  empresas  con  mayor  o  igual  participaci n  de  mercado  oó  

capacidad  econ mica  y  la  consiguiente  infracci n  del  principio  deó ó  

proporcionalidad  de  las  sanciones  administrativas,  se alando  en  talñ  

sentido que, en virtud del art culo 33  de la Ley N  18.838, el CNTVí ° °  

se encuentra facultado para imponer sanciones con base en la gravedad 

de la infracci n, y es precisamente la ponderaci n de la gravedad deló ó  

il cito  lo  que  ha  efectuado,  no  pudiendo  considerar  los  elementosí  

extralegales que plantea T  Ves  en su recurso. En este caso -agrega-,“ ú ”  

el Consejo se ha ce ido expresamente al citado art culo, en atenci n añ í ó  

que  la  multa  se  ha  determinado  analizando  la  gravedad  de  la 

infracci n, la presencia nacional del canal y su calidad de reincidente,ó  

en armon a con los criterios que entrega dicha norma, no existiendoí  

discriminaci n alguna, de lo contrario, implicar a un ejercicio arbitrarioó í  

del CNTV, pues dependen de hechos voluntarios de las empresas que 

pueden  cambiar  en  el  corto  plazo  en  funci n  de  sus  capacidadesó  

econ micas  y  de  elementos  f cticos  ajenos  al  marco  regulatorio  deó á  

contenidos  televisivos.  Argumenta  que,  seg n  el  texto  expreso  delú  

art culo 12  letra l) inciso quinto la Ley N  18.838, í ° ° El incumplimiento“  

de lo dispuesto en los incisos precedentes ser  sancionado de acuerdoá  

con lo establecido en el n mero 2 del inciso primero del art culo 33 deú í  

esta  ley ;”  vale  decir,  el  Consejo  al  imponer  esta  sanci n  s lo  haó ó  

actuado  conforme  a  la  Ley;  Concluye  que,  la  multa  aplicada  es 

proporcional a la infracci n cometida, porque en cuanto a la extensi nó ó  

del  da o  o  riesgo  creado,  aplica  una  consideraci n  preventivañ ó  

considerada en el art culo 33 N  2 de la Ley en comento, que indicaí °  

que la multa en caso alguno puede ser inferior a 20 UTM, pero su 

monto  m ximo  var a,  seg n  la  cobertura  del  concesionario  oá í ú  

permisionario: si es de car cter nacional -como en este caso-, puedeá  

llegar a un m ximo de 1000 UTM; y la aplicaci n hecha a Tu Ves,á ó  

guardan con celo el principio de proporcionalidad, pues se le sancionó 

con el  m nimo de 20 UTM, es  decir,  se ajust  a estos  par metrosí ó á  

legales.
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Finalmente, sobre los fallos del Tribunal Constitucional que cita 

en  apoyo  de  su  pretensi n,  el  art culo  92  de  la  Ley  N  17.997,ó í ° °  

Org nica Constitucional del Tribunal Constitucional, dispone:á

 • Art culo  92.  La  sentencia  que  declare  la  inaplicabilidad  solo“ í  

producir  efectos en el juicio en que se solicite.á ”

De esta manera, la invocaci n a dichos procedimientos resultaó  

incongruente,  pues  el  objeto  de  la  litis  en  uno  y  otro  caso  es 

completamente diferente; en aquellas ocasiones la reclamaci n sobre laó  

proporcionalidad, ten a otro sentido muy diferente al actual,  pues seí  

impuso  una  multa  sustantivamente  m s  alta  que  el  m nimo  legalá í  

aplicado en esta oportunidad; Al contrario, en este caso, no se han 

aplicado  los  elementos  del  art culo  33  de  la  Ley  N  18.838  paraí °  

ampliar la multa, ac  ha sido impuesta por el m nimo legal y en baseá í  

al art culo 12  letra l), inciso quinto de la Ley N  18.838, precepto queí ° °  

no ha sido declarado inaplicable en ning n juicio de inaplicabilidad porú  

inconstitucionalidad;  y,  aunque  fuesen  las  mismas  circunstancias  las 

discutidas, el citado art culo 92  impide que se extiendan los efectosí °  

acotados de tales decisiones. De esta manera, de ser aplicadas a este 

caso se infringir a el principio de reparto de competencias p blicas queí ú  

consagra el  Texto Constitucional  en su art culo 7 ,  m xime cuandoí ° á  

este caso, corresponde a un recurso de reclamaci n de ilegalidad y noó  

de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.

TERCERO: Que,  el  art culo  34  de  la  Ley  N  18.838,í °  

denomina como apelaci n  al arbitrio procesal que all  se concede, no“ ó ” í  

obstante que, por su naturaleza, ste constituye un verdadero reclamoé  

de  ilegalidad  jurisdiccional,  en  donde la  competencia  de  esta  Corte 

viene dada por la  naturaleza del  recurso de reclamaci n,  en tanto“ ó  

control  de  legalidad ;  Por  ello,  la  ponderaci n  en  esta  sede,  cuyo” ” ó  

objeto es controlar la existencia de vicios acreditables de ilegalidad por 

parte  del  sancionador  -ejercicio  de  competencias  legales,  respeto  al 

debido  proceso  y  debida  motivaci n  del  acto  administrativo-,  y  noó  

evaluar posturas jur dicamente divergentes.  (Sentencia rol 333-2020,í ”  
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ICAS.  C.  4;  Sentencias  Corte  Suprema  roles  N s  69.774,  69.781,°  

71.917 y 71.977, todos de 2020.);

Por  lo  tanto,  si  no  se  defendi  en  el  procedimientoó  

administrativo,  este  recurso  no  puede  ser  la  instancia  v lida  paraá  

discrepancias de interpretaci n jur dica, pues su oportunidad precluy ,ó í ó  

teniendo  en  cuenta  la  presunci n  de  legalidad  de  los  actosó  

administrativos derivada del art culo 3  de la Ley N  19.880, que dotaí ° °  

de validez a los actos de formulaci n de cargos y la sanci n misma,ó ó  

sobre la base del informe t cnico de fiscalizaci n. é ó

Por  consiguiente,  para  la  resoluci n  del  conflicto  tra do  aló í  

conocimiento de esta Corte resulta necesario atender a la naturaleza de 

la acci n deducida, esto es, acci n de reclamaci n de ilegalidad, m só ó ó á  

no a su nomen iuris ni, por tanto, a las caracter sticas y finalidadesí  

propias de un recurso de apelaci n propiamente tal.ó

CUARTO:  Que,  el  art culo  1  inciso  de  la  Ley  N  18.838í °  

instituye el denominado Consejo Nacional de Televisi n  y le asigna“ ó ”  

potestades  de  fiscalizaci n  y  supervigilancia  para  el  correctoó  

funcionamiento de los servicios de televisi n, fijando para dicho efectoó  

las  pautas  de conducta  que deben observar  los  entes  fiscalizados  y, 

entre  ellos,  los  operadores  de televisi n.  En su inciso  1 ,  la  normaó °  

citada dispone:  El Consejo Nacional de Televisi n, en adelante el“ ó ‘  

Consejo , es la  instituci n aut noma de rango constitucional  creada’ ó ó  

por el inciso sexto del numeral 12 del art culo 19 de la Constituci ní ó  

Pol tica  de  la  Rep blica,  cuya  misi n  es  velar  por  el  correctoí ú ó  

funcionamiento  de  todos  los  servicios  de  televisi n  que  operan,  uó  

operen  a  futuro,  en  el  territorio  nacional.  Estar  dotado  deá  

personalidad jur dica y de patrimonio propio, y se relacionar  con elí á  

Presidente de la Rep blica por intermedio del  Ministerio Secretar aú í  

General de Gobierno.”

Los incisos 3  y 4  agregan, en lo que aqu  concierne:° ° í

Para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los“  

servicios  de  televisi n,  tendr  su  supervigilancia  y  fiscalizaci n,  enó á ó  

cuanto al contenido de las emisiones que a trav s de ellos se efect en,é ú  
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salvo  en  las  materias  t cnicas  normadas  y  supervisadas  por  laé  

Subsecretar a de Telecomunicaciones.í

Se entender  por correcto funcionamiento de estos servicios elá  

permanente respeto, a trav s de su programaci n, de la democracia, laé ó  

paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia,  

la  formaci n  espiritual  e  intelectual  de  la  ni ez  y  la  juventud,  losó ñ  

pueblos originarios, la dignidad humana y su expresi n en la igualdadó  

de derechos y trato entre hombres y mujeres, as  como el de todos losí  

derechos  fundamentales  reconocidos  en  la  Constituci n  y  en  losó  

tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  y  que  se  encuentren  

vigentes.”

A su vez, el inciso 6  de la misma norma establece:°

Asimismo, se entender  que el correcto funcionamiento de esos“ á  

servicios comprende el acceso p blico a su propuesta program tica yú á  

que,  en la  difusi n de ella,  en la  forma y de la  manera que cadaó  

concesionario determine, se cautelen los derechos y principios a que  

hacen referencia los incisos anteriores.”

Relacionado  con  lo  anterior,  el  art culo  12  de  la  misma  leyí  

se ala  que,  el  Consejo  Nacional  de  Televisi n  tendr  entre  otrasñ ó á  

funciones y atribuciones: a) Velar porque los servicios de radiodifusi n“ ó  

televisiva de libre recepci n y los servicios limitados de televisi n seó ó  

ajusten estrictamente al correcto funcionamiento , que se establece en‘ ’  

el art culo 1  de esta ley ; (...) f) Regular, dentro del ejercicio de susí ° ”  

facultades,  la transmisi n y recepci n de la televisi n por sat lite;  i)ó ó ó é  

Aplicar, a los concesionarios de radiodifusi n televisiva y de serviciosó  

limitados de televisi n, las sanciones que correspondan, en conformidadó  

a  las  normas  de  esta  ley;  (...)  l)  Establecer  que  los  concesionarios  

deber n transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales aá  

la  semana,  entendi ndose  por  tales  aquellos  que  se  refieren  a  losé  

valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el  

pa s, as  como los relativos a la formaci n c vica de las personas, losí í ó í  

destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o  

locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados  
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a  promover  el  patrimonio  universal  y,  en  particular,  el  patrimonio  

nacional.” Agrega  este  mismo  literal  que  El  Consejo  dictar  las“ á  

normas  generales  para  sancionar  la  transmisi n  de  programas  queó  

contengan violencia excesiva, truculencia, pornograf a o participaci ní ó  

de ni os o adolescentes en actos re idos con la moral o las buenasñ ñ  

costumbres. Asimismo, el Consejo deber  dictar las normas generalesá  

destinadas  a  impedir  que  los  menores  se  vean  expuestos  a  

programaci n y publicidad que pueda da ar seriamente su salud y suó ñ  

desarrollo f sico y mental (...).í ”

Por su parte, el art culo 33 de la Ley N  18.838 contempla lasí °  

siguientes sanciones, aplicables en caso de infracci n de las normas deó  

la misma ley:

1.- Amonestaci n.“ ó

2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias  

mensuales,  en  caso  de  tratarse  de  concesionarias  de  servicios  de  

radiodifusi n  televisiva  o  permisionarios  de  servicios  limitados  deó  

televisi n regionales, locales o locales de car cter comunitario. Para eló á  

caso  de  concesionarias  de  servicios  de  radiodifusi n  televisiva  oó  

permisionarios de servicios limitados de televisi n de car cter nacional,ó á  

las  multas  podr n  ascender  hasta  un  m ximo  de  1.000  unidadesá á  

tributarias  mensuales.  En  caso  de  reincidencia  en  una  misma  

infracci n, se podr  duplicar el m ximo de la multa.ó á á

3. - Suspensi n de las transmisiones, hasta por un plazo de 7ó  

d as, trat ndose de infracci n grave y reiterada.í á ó

4.- Caducidad de la concesi n (...) .ó ”

Finalmente,  y  en lo  que aqu  concierne,  el  art culo  34 de  laí í  

se alada ley prescribe:ñ

El Consejo, antes de aplicar sanci n alguna, deber  notificar a“ ó á  

la concesionaria del o de los cargos que existen en su contra. Esta  

tendr  el plazo de cinco d as h biles para formular sus descargos yá í á  

solicitar un t rmino de prueba para los efectos de acreditar los hechosé  

en que funde su defensa. Vencido este plazo, sin descargos o existiendo  

stos,  sin  que  se  haya  decretado  un  t rmino probatorio,  o  vencidoé é  
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dicho t rmino, se haya rendido prueba o no, el Consejo resolver  siné á  

m s tr mites. La prueba y las notificaciones se regir n por las normasá á á  

establecidas en el art culo 27 de esta ley.í

La resoluci n que imponga amonestaci n, multa o suspensi n deó ó ó  

transmisiones ser  apelable ante la Corte de Apelaciones de Santiago, yá  

la resoluci n que declare la caducidad de una concesi n ser  apelableó ó á  

ante la Corte Suprema. La apelaci n deber  interponerse dentro de losó á  

cinco d as h biles siguientes a la fecha de notificaci n de la resoluci n,í á ó ó  

ser fundada, y para su agregaci n a la tabla, vista y fallo se regir  poró á  

las reglas aplicables al recurso de protecci n.ó ”

QUINTO: Que T  Ves S.A.  recurre contra la multa de 20“ ú ”  

UTM que le impuso el CNTV mediante Oficio Ordinario N  735, de°  

11 de agosto de 2021, por la exhibici n en horario de protecci n deó ó  

ni os y ni as menores de 18 a os de la pel cula Once Upon a Timeñ ñ ñ í “  

in Hollywood  rase una vez en Hollywood , a trav s de la se al– É ” é ñ  

HBO-Canal 135.

Reclama en primer t rmino la ausencia de un debido procesoé  

administrativo,  toda  vez  que  sus  descargos  no  fueron  o dos  pese  aí  

haberlos  presentado  oportunamente.  Esta  alegaci n,  sin  embargo,ó  

contrasta con los antecedentes allegados al proceso y, particularmente, 

con el atestado de Correos de Chile,  en que consta que la sanci nó  

impuesta le fue notificada mediante carta certificada entregada en las 

oficinas de Correos con fecha 28 de mayo de 2021, mientras que los 

descargos  fueron presentados  el  15  de junio del  mismo a o y,  porñ  

tanto, fuera de plazo legal.

Afirma tambi n que la multa ha sido aplicada sin sustento y siné  

que  se  encuentre  justificado  a  su  respecto  un  actuar  culpable,  por 

cuanto, como operador de TV Paga, no tiene posibilidad de controlar 

o filtrar a priori los contenidos que le distribuyen los Proveedores, a lo 

que se suma que no existe la informaci n ni el mecanismo preventivoó  

necesario  que  le  permita  a  T  Ves  conocer  con  certeza  y“ ú ”  

anticipaci n  la  calificaci n  de  las  pel culas  o programas  que dichosó ó í  

Proveedores emiten.
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Sostiene que, las atenuantes de responsabilidad de T  Ves  no“ ú ”  

fueron consideradas, fundamentado en que, los contratos y planes s loó  

pueden ser suscritos por mayores de edad y se les otorga un control 

parental,  y  que  sus  contratos  y  pol ticas  comerciales  han  sidoí  

elaborados con plena consciencia en la importancia del cumplimiento 

de la Ley N  18.838.º

Invoca, tambi n, una infracci n al principio de proporcionalidad,é ó  

pues la cuant a de la multa no refleja las desigualdades en el riesgoí  

generado ni la capacidad econ mica del infractor, en relaci n con otrosó ó  

operadores  de  mayor  envergadura  econ mica  y  presencia  en  eló  

mercado.  Cabe  se alar  desde  ya,  que  l lama  la  atenci n  añ ó  

esta  Corte  la  alegaci n  indicada,  puesto  que  la  sanci n  deó ó  

multa  fue  aplicada  en  el  m nimo,  por  lo  que  no  seí  

ent iende la falta de proporc ional idad.

Finalmente, imputa vulneraci n del principio de tipicidad, dadaó  

la ambig edad y vaguedad de la ley al modelar la norma de sanci nü ó  

contenida en el art culo 33 N 2 de la Ley N 18.838. í ° °

Estas  ltimas  alegaciones  ser n  abordadas  a  m s  adelante,  alú á á  

tratar sobre lo resuelto por el Tribunal Constitucional en relaci n conó  

estos autos, en el entendido que dichos principios -proporcionalidad y 

tipicidad- est n directamente relacionados con el principio de legalidadá  

de la actividad sancionadora de la administraci n que los comprende,ó  

contemplado  en  el  art culo  7  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica y en los dos ltimos incisos del art culo 19 N 3 de la mismaú ú í °  

Carta.

  SEXTO:  Que, al respecto, y teniendo siempre a la vista la 

funci n de estricto control de legalidad que le compete a esta Corte enó  

el marco de este procedimiento, de la revisi n del Acuerdo del CNTVó  

aparece que el disvalor de la conducta que se le reprocha al recurrente 

se encuentra debidamente descrito y justificado en el se alado Acuerdo,ñ  

con el est ndar de motivaci n que exigen los art culos 11, 16 y 41 deá ó í  

la Ley N 19.880. °
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En  efecto,  del  an lisis  del  Acuerdo  del  Consejo  Nacional  deá  

Televisi n, contenido en el Acta de la Sesi n celebrada el lunes 02 deó ó  

agosto de 2021, se advierte que la sanci n aplicada al recurrente seó  

funda en que la pel cula í Once Upon a Time in Hollywood  rase“ – É  

una vez en Hollywood”, fue exhibida el 22 de enero de 2021, desde las 

11:30  horas,  esto  es,  dentro  del  horario  de  protecci n  que  fija  eló  

art culo 1 letra e) de las Normas Generales sobre Contenidos de lasí  

Emisiones  de Televisi n  (considerando d cimo segundo del  Acuerdoó é  

sancionatorio);  en  que  la  se alada  pel cula  ñ í incluye  asuntos  y“  

secuencias inadecuados para ser visionados por menores de edad, por  

cuanto  la  pel cula  se  encuentra  atravesada  por  un  hilo  argumentalí  

donde  priman  actos  de  violencia  excesiva  y  expl cita,  tortura,í  

mutilaciones,  golpes  brutales,  entre  otras  acciones,  y  consumo  

naturalizado de alcohol y drogas, en horario de protecci n, los cualesó  

podr an influir de forma negativa en el comportamiento de los menoresí  

de  edad,  entra ando  lo  anterior  una  potencialidad  nociva  para  elñ  

desarrollo ps quico de la teleaudiencia infantil presente al momento deí  

la emisi n, por cuanto la exposici n a tales situaciones an malas podr aó ó ó í  

familiarizar  a  los  menores  frente  a  ellas,  pudiendo  insensibilizarlos  

frente al fen meno de la violencia, con el consiguiente riesgo de queó  

dichas  conductas  pudieran  ser  emuladas  como  una  forma  de  

interactuar  con  el  resto  o  como  una  forma  de  resolver  conflictos  

interpersonales, afectando presumiblemente de esa manera su proceso  

de  socializaci n  primaria,  implicando  todo  lo  anterior  unaó  

inobservancia  del  deber  referido  en  el  Considerando  Quinto  del  

presente acuerdo;” (considerando d cimo sexto);  el  hecho de que laé  

pel cula  haya  sido  calificada  por  el  Consejo  de  Calificaci ní ó  

Cinematogr fica, en sesi n de fecha 05 de agosto de 2019, como paraá ó  

mayores  de  14  a os,  resultando  sus  contenidos  inadecuados  parañ  

quienes a n no cumplen esa edad (considerando d cimo s ptimo); y, enú é é  

la cobertura nacional de la permisionaria y en la especial gravedad de“  

la naturaleza de la infracci n cometida, donde estuvo comprometida laó  

integridad emocional y el bienestar de los ni os y ni as que se hallabanñ ñ  
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presentes entre la audiencia; y, adem s, fue á sopesado con el hecho de 

no registrar sanci n la permisionaria en los 12 meses anteriores a laó  

pel cula  fiscalizada  por  igual  causal,  de  modo  que  se  proceder  aí á  

imponer la  sanci n  de multa  en su tramo m nimo..  ó í ” (considerando 

d cimo octavo).é

S PTIMO:  É Que,  de  lo  expuesto  aparece  que  el  recurrente 

infringi  las  normas  que  objetivan  el  concepto  de  correctoó “  

funcionamiento de los servicios de televisi n  contemplado en la ley,ó ”  

que  incluye  -entre  otros  aspectos-  el  permanente  respeto  de  la 

formaci n  espiritual  e  intelectual  de  la  ni ez.  Con  dicha  actitud,ó ñ  

debidamente ponderada en el acto sancionatorio, T  Ves  ha afectado“ ú ”  

el inter s superior de los menores y con ello las disposiciones de laé  

Convenci n  Internacional  de  los  Derechos  del  Ni o,  al  emitir  unaó ñ  

pel cula con contenidos inadecuados e incompatibles con el horario deí  

protecci n de ni os y ni as menores de 18 a os, poniendo as  en riesgoó ñ ñ ñ í  

el derecho a la salud f sica y ps quica de stos. í í é

En  efecto,  las  disposiciones  legales  citadas  en  la  motivaci nó  

cuarta de este fallo, exigen al reclamante un deber de cuidado en la 

prestaci n del servicio, cuyos l mites vienen definidos por la sujeci n aló í ó  

se alado  principio  del  correcto  funcionamiento  del  servicio ,  cuyosñ “ ”  

contornos,  en  lo  que  a  este  recurso  concierne,  se  describen  en  el 

art culo  1  de  la  ley  como el  permanente respeto,  a  trav s  de suí ° “ é  

programaci n, de (...) la familia, la formaci n espiritual e intelectual deó ó  

la ni ez y la juventud (...) , entre otros bienes jur dicos protegidos. Enñ ” í  

este  caso,  y  seg n  se  observa  en  el  contenido  del  Acuerdoú  

sancionatorio, para imponer la sanci n de multa,  el ente reclamadoó  

hace un completo an lisis de la conducta observada por la reclamante,á  

apoyado  adem s  por  el  Informe T cnico  C-9970,  elaborado  por elá é  

Departamento  de  Fiscalizaci n  y  Supervisi n  del  CNTV,ó ó  

contrast ndola  con  el  deber  de  cuidado  que  impone  la  normativaá  

mencionada y, concretamente, con las normas legales que regulan el 

sistema de calificaci n cinematogr fica, los contenidos de las pel culasó á í  

que transmiten los operadores de televisi n y los horarios de protecci nó ó  
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de  menores  asociados  a  dichos  contenidos.  Por  tanto,  ninguna 

ilegalidad puede imput rsele en cuanto a su competencia y a la formaá  

en que ha dado por establecida la infracci n del se alado deber deó ñ  

cuidado.

OCTAVO: Que, durante el curso de este procedimiento, T“ ú 

Ves  S.A.  dedujo  requerimiento  de  inaplicabilidad  por”  

inconstitucionalidad, ante el Tribunal Constitucional (en adelante TC), 

respecto de lo prescrito en el art culo 33 N 2 de la Ley N  18.838, yaí ° °  

citado, ya que “la aplicaci n del precepto cuestionado efectuada por eló  

Consejo Nacional de Televisi n, as  como su aplicaci n para resolver laó í ó  

apelaci n pendiente, produce graves infracciones constitucionales, al noó  

definir  la  norma criterios,  est ndares,  par metros  ni  principios  queá á  

impidan  al  Consejo  Nacional  de  Televisi n  sancionar  de  modoó  

excesivamente gravoso a la actora, como ocurrir a con la multa que leí  

fue cursada en la especie, lo que quebranta el principio de proscripci nó  

de la arbitrariedad as  como el de proporcionalidad, invocando T  Vesí ú  

como vulnerado en la especie el art culo 19 N s 2 , 3  incisos primeroí ° ° °  

y sexto y 26  de la Constituci n.° ó ”

Mediante sentencia de fecha 21 de julio de 2022, dictada en los 

autos Rol N  12.322-2021, el se alado Tribunal declar , por mayor a,° ñ ó í  

la  inaplicabilidad  en  esta  causa  de  la  referida  disposici n  legal,ó  

se alando,  a  modo  de  premisa  general,  que,  ñ desde  la  preceptiva 

contenida en el Decreto N  7.039, de 1958, hasta la ley hoy vigente, la°  

regulaci n de la  multa que puede imponer el  Consejo Nacional  deó  

Televisi n  se  ha  reducido  a  establecer  un  monto  m nimo  y  unoó í  

m ximo, á (motivo d cimo tercero);  é la cuesti n que debemos dilucidar“ ó  

exige  resolver  si  la  aplicaci n  del  art culo  33  N  2  de  la  Ley  Nó í ° °  

18.838,  por  la  manera  como  ha  configurado  la  sanci n  de  multa,ó  

vulnera  o  no  los  numerales  2  y  3  del  art culo  19  de  la  Carta° ° í  

Fundamental”,  (motivo  d cimo  cuarto);  que,  los  principiosé “  

inspiradores  del  orden  penal  contemplados  en  la  Constituci n  seó  

aplican tambi n a las sanciones administrativas, desde que ambos soné  

manifestaciones  del  ius  puniendi  propio  del  Estado  (considerando”  
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d cimo  quinto).  Destaca  tambi n  la  relevancia  del  principioé é  

constitucional  de proporcionalidad  para lograr  el  debido equilibrio“  

entre  infracci n  y  sanci n  o  para  la  configuraci n  legislativa  de  laó ó ó  

sanci n, atendiendo a su gravedad, al margen dentro del cual debeó  

decidirse la sanci n concreta por la autoridad competente y los factoresó  

que  debe  considerar  al  momento  de  imponerla  concretamente” 

(considerando d cimo sexto), precisando que é esa relaci n de equilibrio“ ó  

entre el castigo impuesto y la conducta imputada, que desde el campo  

penal se extiende como garant a a todo el orden punitivo estatal, vieneí  

a materializar tanto el derecho constitucional de igualdad ante la ley  

(art culo 19, N  2 ), cuanto aquella garant a que encauza la protecci ní ° ° í ó  

de los derechos en un procedimiento justo y racional (art culo 19, Ní °  

3 )° ” (considerando d cimo s ptimo).é é

Cabe  destacar  lo  razonado  por  el  TC,  en  las  siguientes 

motivaciones:

VIGESIMOSEGUNDO: Que, por ende, en el caso que ahora  

debemos  resolver  se  cuestiona  un  aspecto  preciso  de  la  potestad  

sancionadora que el  legislador  ha atribuido al  Consejo Nacional  de  

Televisi n, consistente en dirimir si la preceptiva legal impugnada haó  

configurado la sanci n de multa respetando los principios y normasó  

constitucionales referidos.

No se trata, por ello, de examinar la infracci n presuntamenteó  

cometida  por  el  requirente  o  la  adecuaci n  a  ella  de  la  sanci nó ó  

impuesta, sino pronunciarnos acerca de si la regulaci n legal de estaó  

ltima alcanza aquel est ndar porque s lo una suficiente determinaci nú á ó ó  

legislativa  permite,  despu s,  que  la  Administraci n  decida el  montoé ó  

preciso de la multa que aplicar  al infractor y que el juez, finalmente,á  

pueda evaluar lo resuelto en aquella sede;

VIGESIMOTERCERO: Que, as  las cosas, lo que aqu  se debeí í  

revisar, conforme a la atribuci n que el art culo 93 inciso primero Nó í °  

6  de la Carta Fundamental confiere a esta Magistratura, es la primera°  

de aquellas determinaciones -la configuraci n legal de la sanci n- queó ó  

resulta  fundante  para  las  otras  dos,  en  cuanto  si,  frente  al  d ficité  
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normativo que presentar a, su aplicaci n puede resultar o no contrariaí ó  

a la Constituci n, en este caso concreto;ó

II.  APLICACI N AL CASO CONCRETOÓ

VIGESIMOCUARTO:  Que,  como ya  lo  hemos  manifestado,  

incluso en casos an logos anteriores (c. 2 , 3  y 4 , Rol N  7.659),á ° ° ° °  

conviene  dejar  constancia,  previamente,  que  no  corresponde a  este  

Tribunal entrar a examinar si se cometi  o no la infracci n sancionadaó ó  

por el Consejo Nacional de Televisi n, hoy reclamada judicialmente, nió  

tampoco le compete pronunciase acerca de su gravedad -todo lo cual  

corresponde al Juez del Fondo- y menos cuestionar las facultades de  

fiscalizaci n  y  sanci n  que  el  legislador,  con  claro  fundamentoó ó  

constitucional, ha atribuido a dicho Consejo.

M s todav a,  si  se considera la  amplia competencia que cabeá í  

reconocer a la  Judicatura,  en el  control  y revisi n  de las  sancionesó  

impuestas administrativamente, dado que (...) [e]l est ndar del control“ á  

plenario  no solo  obliga a fiscalizar  los  supuestos  f cticos  en que seá  

apoya  el  ejercicio  de  la  prerrogativa,  sino  que  se  extiende  a  la  

determinaci n misma de la sanci n determinada, que es el efecto yó ó  

consecuencia de su ejercicio. Parece obvio bajo este prisma que los  

jueces  deben  estar  habilitados  para  revisar  las  interpretaciones  y  

calificaciones jur dicas que determinan la sanci n o pena espec fica queí ó í  

se impone al infractor. Ello es corolario esencial del car cter regladoá  

que se reconoce generalizadamente a la potestad sancionadora de la  

Administraci n, y que se correlaciona con la tendencia legislativa aó  

imponer  gradaciones  de  las  conductas  infraccionales  disponiendo  

sanciones  diferenciadas  conforme  a  rangos  posibles  de  castigo  en  

funci n del  car cter  m s o menos grave que stas  presentan (...)  ó á á é ” 

(Jaime  Jara  Schnettler:  La  Revisi n  Jurisdiccional  de  las  Sancionesó  

Administrativas  y  la  Garant a  del  Recurso  de  Plena  Jurisdicci n ,í ó ”  

Revista de Derecho P blico N  89, Santiago, Facultad de Derecho deú °  

la Universidad de Chile, 2018, pp. 77-78);

Ahora,  refiri ndose  en  concreto  a  la  norma  legal  cuyaé  

constitucionalidad se cuestiona, el TC se ala:  ñ VIGESIMOSEXTO:“  
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Que, el precepto impugnado resulta en su aplicaci n contrario a losó  

numerales 2  y 3  del art culo 19 de la Constituci n, pues no contiene° ° í ó  

par metros objetivos, claros y dotados de suficiente densidad normativaá  

que garanticen realmente que el Consejo Nacional de Televisi n puedaó  

ajustar o calibrar la multa concreta y, luego, especialmente, que el Juez  

del Fondo examine -conforme a dichos par metros- la sujeci n de laá ó  

respectiva decisi n sancionatoria a la legalidad vigente, puesto que laó  

elaboraci n y definici n de esos criterios queda, entonces, entregada aó ó  

la sola apreciaci n discrecional de la autoridad administrativa que laó  

impone y de los Tribunales Superiores que realizan el control judicial  

en  el  respectivo  reclamo  deducido  por  el  concesionario  o  

permisionario.

De esta  manera,  la  aplicaci n  contraria  a  la  Constituci n  noó ó  

deviene del defecto o error en la apreciaci n que efect e el Consejoó ú  

-cuya calificaci n no corresponde a esta Magistratura- ni de la mayor oó  

menor  laxitud  con que se  verifique  el  control  judicial,  sino que se  

produce a ra z que el precepto legal contenido en el art culo 33 N  2í í °  

de la Ley N  18.838 adolece de los criterios, m rgenes o par metros° á á  

que son constitucionalmente exigidos para que resulte, en su aplicaci n,ó  

respetuoso de la Carta Fundamental.”

Prosigue el fallo y, se ala respecto a las Normas Generales parañ “  

la  determinaci n  de  la  cuant a  de  las  multas  que  debe  aplicar  eló í  

Consejo Nacional de Televisi n  (Resoluci n Exenta CNTV N  591,ó ” ó °  

Diario Oficial de 10 de noviembre de 2020), se ala que ñ la dictaci n“ ó  

de  Normas,  Reglas  o  Bases  como  las  referidas,  que,  precisamente,  

persiguen racionalizar a n m s la discrecionalidad administrativa (...),ú á  

lo  cual  merece  ser  realzado  en  el  perfeccionamiento  constante  del  

Estado Constitucional de Derecho, sin embargo, no puede, conforme a  

la exigencia constitucional, sustituir la necesaria prescripci n legislativaó  

que es  la  autoridad convocada a configurar  adecuadamente aquella  

potestad sancionadora,  tal  y como,  por lo dem s,  se desprende delá  

acuerdo adoptado por el Consejo Nacional de Televisi n de que daó  
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cuenta el Acta de su sesi n ordinaria celebrada el 7 de junio de 2021ó ” 

(considerandos vig simo noveno y trig simo).é é

Precisando luego el alcance del examen de constitucionalidad que 

le  compete  al  TC  en  la  gesti n  pendiente  ante  esta  Corte,  eló  

considerando  trig simo  s ptimo  de  la  sentencia  se ala:  é é ñ Que,  en“  

definitiva,  el  control  de la  resoluci n sancionatoria adoptada por eló  

Consejo  Nacional  de  Televisi n  corresponde  a  los  Tribunalesó  

Superiores de Justicia para verificar que se haya adoptado con cabal  

respeto de la legalidad vigente. Empero, a su turno, a esta Magistratura  

compete  resolver  si  esa  ley  ha  precisado,  con  suficiente  densidad  

normativa, todos los elementos de la potestad sancionadora, como es la  

configuraci n de los criterios que guiar n la decisi n administrativa yó á ó  

el control judicial en la determinaci n de la cuant a de la multa que seó í  

impone”; agregando luego (motivo trig simo noveno), que la regulaci né ó  

de multas del art culo 33 N 2 se reduce í ° a fijar una base y un l mite“ í  

m ximo en cuanto al  monto que puede imponer,  sin  que,  en  unaá  

revisi n  completa  de  la  Ley  N  18.838,  sea  posible  encontrar  losó °  

criterios  que  configuren  la  multa  cumpliendo  el  est ndar  que  laá  

Constituci n exigeó ”.

Tras analizar la estructura de la Ley N 18.838, la sentencia bajo°  

an lisis reitera que á la preceptiva legal extractada da cuenta, en ciertos“  

aspectos, de algunos contornos de la potestad sancionadora atribuida al  

Consejo  Nacional  de  Televisi n,  pero  no  se  vinculan  con  laó  

determinaci n de la multa, con lo cual s lo sigue estando previsto en laó ó  

ley el monto m nimo y m ximo que se puede imponer, sin que seaí á  

parte de su modelaci n lo preceptuado en el art culo 13 inciso segundoó í  

-que se vincula con una regla de atribuci n de responsabilidad por eló  

hecho ajeno- que tampoco contribuye a delinear la cuant a de la multaí  

(...)  ” (considerando cuadrag simo cuarto).é

En los motivos siguientes, el TC se refiere a la sentencia dictada 

por esta Corte de Apelaciones en causa Rol 96-2021, referente a la 

misma materia, y en la que existi  un pronunciamiento previo por eló  

Tribunal Constitucional.
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“CUADRAGESIMOSEXTO:  Que,  en  esta  oportunidad,  se  

plante  en  estrados  que,  por  ejemplo,  en  la  gesti n  pendiente  queó ó  

sirvi  de base a la sentencia estimatoria de inaplicabilidad pronunciadaó  

en el Rol N  10.760, la Ilustr sima Corte de Apelaciones de Santiago° í  

termin  imponiendo una multa de 20 Unidades Tributarias Mensuales,ó  

habida consideraci n que (...) a la luz de lo se alado y atendido loó “ ñ  

sentenciado por el TC, en el caso sub judice la ilegalidad del actuar del  

CNTV debe predicarse solo en lo que excede del m nimo de 20 UTMí  

que establece el art culo 33 N  2 de la Ley N  18.838, pues, siendo laí ° °  

multa una sanci n establecida en esa y en otras disposiciones de la ley,ó  

y debiendo matizarse adem s la aplicaci n del principio de tipicidad ená ó  

este mbito de los  servicios  de televisi n,  esencialmente din mico yá ó á  

fluctuante  en  el  tiempo,  la  fijaci n  de  dicha  multa,  en  este  rangoó  

m nimo, no queda ni puede quedar afectada por la ambig edad y laí ü  

generalidad que se le atribuye a la norma citada  (c. 8 , Rol N  96-” ° °

2021), lo que se encuentra pendiente de resoluci n en la Excelent simaó í  

Corte Suprema (Rol N  7.821-2022); (..)° ”

QUINCUAGESIMO: Que, adicionalmente, para ponderar los“  

efectos de una sentencia estimatoria en este caso, hay que considerar  

tambi n la delimitaci n en la competencia de los Tribunales Superioresé ó  

que ha determinado la Corte Suprema a prop sito del art culo 33 deó í  

la  Ley  N  18.838,  pues  estima  que  ella  (...)  viene  dada  por  la° “  

naturaleza del recurso de reclamaci n, en tanto control de legalidad,ó  

de manera que, para modificar la resoluci n dictada por la autoridadó  

reguladora competente, es dar por establecida la ilegalidad, invalidar el  

acto  administrativo  y  disponer  la  decisi n  adecuada  al  caso,  sió  

procediere, conforme a los l mites de su competencia en un reclamo deí  

ilegalidad (SCS Rol N 21.814-2017).°

Que, en las condiciones expuestas, resultaba improcedente para  

los recurridos, una vez establecida la legalidad de la infracci n y laó  

aplicaci n  que  la  multa,  el  que  la  rebajaran,  toda  vez  que  laó  

competencia  de  la  Corte  en  esta  materia  se  vincula  con  la  

determinaci n de la legalidad o ilegalidad del acto administrativo queó  
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impone la sanci n. En consecuencia, si los sentenciadores consideranó  

que  la  resoluci n  que  impone  la  sanci n  es  legal,  carecen  deó ó  

atribuciones para disminuirla.”

QUINCUAGESIMOPRIMERO:  Que,  m s  importante  a n,“ á ú  

razonar  con  base  en  la  afirmaci n  seg n  la  cual  esta  sentenciaó ú  

estimatoria  dejar a  en  la  impunidad  a  quien  ha  incurrido  en  unaí  

infracci n es  dar  por  sentado no s lo que la  conducta atribuida aló ó  

requirente infringi  la ley, en circunstancias que la gesti n se encuentraó ó  

todav a  pendiente  en  sede  judicial  y,  por  ende,  no  resulta  posibleí  

atribuir  al  acto  administrativo  sancionatorio,  reclamado  ante  los  

Tribunales Superiores de Justicia - que poseen plena jurisdicci n en laó  

materia-, la naturaleza de un pronunciamiento firme o ejecutoriado,  

permitiendo que se lo trate como si estuviera condenado, por grave  

que pueda aparecer la conducta desplegada, de tal suerte que inaplicar  

el art culo 33 N  2 dejar a sin sanci n un acto ilegal, en circunstanciasí ° í ó  

que la decisi n administrativa se encuentra judicialmente reclamada.ó  

( )… ”

QUINCUAGESIMOSEGUNDO:  Que,  por  ende,  nuestro“  

deber  -inexcusable-  es  revisar  si  la  aplicaci n  del  precepto  legaló  

cuestionado, atendida la falta de densidad en su contenido, produce o  

no  el  resultado  contrario  a  la  Constituci n  que  se  alega  por  eló  

requirente, y, de constatarlo, no queda m s alternativa que pronunciará  

su inaplicabilidad en la gesti n pendiente, m xime considerando que,ó á  

conforme al  art culo  1  inciso  cuarto  de  la  Carta  Fundamental,  elí °  

deber del Estado, incluyendo al legislador y al Consejo Nacional de  

Televisi n, de contribuir a la mayor realizaci n, espiritual y materialó ó  

posible, de todos y cada uno tiene que hacerse con pleno respeto de los  

derechos y garant as constitucionales;í ”

En suma, y a modo de corolario de lo expuesto, el considerando 

quincuag simo tercero de la sentencia del TC puntualiza el motivo poré  

el cual decide acoger la inaplicabilidad del art culo 33 N  2 de la Leyí °  

N  18.838,  esto  es:  porque  dicha  norma  no  contempla  ° criterios“  

objetivos,  reproducibles  y  verificables  que  determinen  no  solo  un  
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m nimo y un m ximo del monto de la multa a ser aplicada por elí á  

Consejo  Nacional  de  Televisi n,  sino  los  elementos  indispensablesó  

necesarios para que respete el est ndar constitucional que permitan alá  

Juez  del  Fondo  ejercer  el  control  del  ejercicio  de  la  potestad  

sancionadora  de  la  Administraci n,  de  lo  cual  se  sigue  que  suó  

aplicaci n, en este caso concreto, resulta contraria a lo dispuesto en eló  

art culo 19 numerales 2  y 3  de la Carta Fundamental.í ° ° ”

NOVENO:  Que,  del  tenor  de  la  precitada  sentencia  del 

Tribunal Constitucional, el reproche de inconstitucionalidad que all  seí  

realiza apunta concretamente a la ausencia de par metros objetivos yá  

constatables  para  determinar,  en  el  caso  concreto,  el  quantum 

espec fico de la multa a aplicar; o en palabras del propio tribunal, faltaí  

en el modelo legal  la configuraci n de los criterios que guiar n la“ ó á  

decisi n administrativa y el control judicial en la determinaci n de laó ó  

cuant a de la multa que se imponeí ” y, por tanto, la definici n de losó  

contornos de la potestad sancionadora atribuida al Consejo Nacional“  

de  Televisi nó ” para  determinar  la  multa,  con  lo  cual  s lo  sigue“ ó  

estando previsto en la ley el monto m nimo y m ximo que se puedeí á  

imponer,  sin  que sea parte  de su modelaci n lo  preceptuado en eló  

art culo 13 inciso segundo -que se vincula con una regla de atribuci ní ó  

de  responsabilidad  por  el  hecho  ajeno-  que  tampoco  contribuye  a  

delinear la cuant a de la multa (...)í ”.

  De esta forma, no es la multa en s , como parte del elenco deí  

sanciones administrativas aplicables al infractor de la ley, lo que se tilda 

de inaplicable por inconstitucionalidad en la gesti n pendiente; m ximeó á  

si, precisamente, es la aplicaci n de dicha sanci n lo que le permiti  aó ó ó  

la parte recurrente accionar por esta v a de apelaci n especial, al tenorí ó  

de lo dispuesto en el  art culo 34 de la Ley N  18.838. La referidaí °  

sanci n,  por  lo  dem s,  se  encuentra  contemplada  en  diversas  otrasó á  

disposiciones de la misma ley (v. gr. el reci n citado art culo 34 y losé í  

art culos 40 y 47), lo que a juicio de esta Corte impide descartar, ení  

este caso, la ilegalidad de la multa en cuanto tal sanci n.ó
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 En este entendido, y seg n se desprende de los  pasajes  de laú  

sentencia  transcritos  en  el  considerando  precedente,  lo  reprochado 

concretamente  por  el  TC  es  la  falta  de  criterios  normativos  que 

permitan  pesquisar  la  decisi n  del  CNTV,  en  cuanto  a  laó  

determinaci n del monto de la multa que le aplic  a T  Ves  (en esteó ó “ ú ”  

caso 20 UTM), en circunstancias que la disposici n legal cuestionada seó  

limita  a fijar  un m nimo y un m ximo;  o dicho de otra forma,  laí á  

norma referida  no  es  inaplicable  por  el  hecho  de  incluir  la  multa 

dentro del elenco de sanciones posibles, sino por la ausencia de pautas 

o  par metros  que  justifiquen  y  legitimen  la  facultad  del  enteá  

sancionador  al  momento  de  recorrer  el  espectro  cuantitativo  que 

establece  el  art culo  33 N 2 (esto  es,  entre  las  20 UTM y las  200í °  

UTM), decant ndose finalmente por una cifra concreta de multa queá  

carece de sustento legal y de certeza jur dica.í

D CIMO:  É Que,  sin  perjuicio  del  fallo  de  mayor a,  resultaí  

relevante  el  voto  de  disidencia  del  fallo  del  TC,  en  cuanto  a  los 

fundamentos  esgrimidos  por  la  presidenta,  ministra  se ora  Nancyñ  

Y ez Fuenzalida y las ministras se oras Mar a P a Silva Gallinato yáñ ñ í í  

se ora  Daniela  Marzi  Mu oz,  para  rechazar  el  requerimientoñ ñ  

constitucional.

Luego  de  relatar  los  hechos  y  fundamentos  de  la  acci nó  

interpuesta por el requirente, abordan, en primer lugar, la forma en 

que  se  comprende  la  potestad  sancionatoria  del  Estado  y  las 

condiciones en que ella es ejercida en un modo compatible con un 

Estado Democr tico de Derecho, para, posteriormente, hacerse cargoá  

de los tres t picos del requerimiento. ó

As , hacen referencia al  fallo  STC Rol N 2264-2013 sobre laí °  

cuesti n  de  c mo  se  concibe  la  potestad  sancionatoria  del  Estadoó ó  

actualmente, la doctrina ha explicado que las superintendencias deben“  

tener la facultad de castigar no solo el incumplimiento formal de la ley,  

sino tambi n el de sus propias instrucciones e indicaciones, que tienené  

car cter  constitutivo  y  cuyo contenido solo  requiere  enmarcarse  ená  

t rminos generales en el marco de la legislaci n aplicable. Bajo estasé ó  
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premisas,  resulta  perfectamente  comprensible  que  las  potestades  

sancionatorias del ejecutivo hayan experimentado un auge desconocido  

hasta la fecha y existen abundantes indicios de que esta tendencia se  

mantendr  en el futuro. Pero todo esto poco o nada tiene que ver coná  

la  potestad  punitiva  del  Estado,  que  es  el  procesamiento  de  la  

culpabilidad por un injusto de ciertas caracter sticas. El derecho penalí  

es  retrospectivo -sin  perjuicio  de que por a adidura pueda cumplirñ  

funciones  preventivas-,  mientras  que  el  derecho  sancionatorio  

administrativo es prospectivo, es decir, se legitima con miras al buen  

funcionamiento de un sector, atiende a la evitaci n o control de fuentesó  

de peligro y, por lo mismo, es particularmente receptivo respecto de  

consideraciones  prevencionistas  o  de  disuasi n  (Van  Weezel,  Alex,ó ”  

Sobre  la  necesidad  de  un  cambio  de  paradigma  en  el  derecho“  

sancionatorio  administrativo ,  Pol tica  criminal,  Vol.  12,  N 24,” í °  

diciembre 2017, p. 1008).”

Agregan que, “dentro del mbito descrito, corresponde analizará  

qu  hace compatible al ejercicio de la potestad sancionadora con uné  

Estado democr tico de Derecho, y esto es el control judicial: En esteá “  

marco, para la efectiva vigencia del estado de Derecho, en su versi nó  

m s moderna,  ya no es  tan relevante qui n es  el  detentador de laá é  

potestad sancionadora (problema de la doctrina cl sica), sino que elá  

ejercicio de sta tenga garantizada una instancia judicial revisora. As ,é í  

la  revisi n  judicial  es la  verdadera garant a del  ciudadano frente aló í  

poder estatal  y no la existencia de un procedimiento administrativo  

previo para el ejercicio de cualquier potestad administrativa, siendo el  

primero  el  elemento  distintivo  entre  los  ordenamientos  

contempor neos  (Ferrada,  Juan  Carlos,  La  articulaci n  de  lasá ” “ ó  

potestades  administrativas  y  jurisdiccionales  en  la  aplicaci n  de  lasó  

sanciones  administrativas  en  el  Derecho  chileno ,  Sanciones”  

Administrativas. X Jornadas de Derecho Administrativo Asociaci n deó  

Derecho  Administrativo  (ADA),  Colecci n  Estudios  de  Derechoó  

P blico,  Thomson Reuters,  p.  244).  Lo reci n  afirmado tiene  claroú é  

fundamento constitucional,  pues  el  art culo 38 inciso segundo de laí  
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Constituci n consagra el  control  judicial  a decisiones administrativasó  

que fijaron derechos para los administrados, configur ndose, en nuestroá  

sistema,  esta  garant a  central  en  todo  Estado  democr tico  deí á  

Derecho.”

“En el art culo 33 de la Ley N 18.838, impugnado en el presenteí °  

requerimiento,  es  posible  advertir  que  se  establece  un  listado  de  

sanciones que va desde la m s leve, que es la amonestaci n, y escalaá ó  

gradualmente a la multa, luego la suspensi n de transmisiones, hastaó  

llegar a la caducidad de la concesi n. En el caso que nos ocupa, seó  

trata de una multa en su m nimo. Quien aplique la sanci n cuenta coní ó  

conceptos  jur dicos  indeterminados,  tales  como  la  gravedad  de  laí “  

infracci n, la reiteraci n  o injustificada interrupci n , que deber nó “ ó ” “ ó ” á  

ser  interpretados  para  fundamentar  el  monto  concreto  de  la  multa  

impuesta.  El  art culo  34  de  la  misma  Ley  N 18.838  franquea  uní °  

reclamo de ilegalidad, mediante el cual se podr n revisar los hechos yá  

el derecho aplicado, con la restricci n de que no se podr n aportanó á  

nuevas pruebas o alegaciones distintas a las de la sede administrativa.  

De esta forma, el control judicial deber  revisar la aplicaci n de losá ó  

par metros establecidos en la ley. Desde ya, puede descartarse que seá  

trate  de  una  norma  arbitraria,  pues  no  carece  de  justificaci n  nió  

tampoco es producto de una expresi n caprichosa.ó ”

Contin a el voto, ú como se ha resuelto por este mismo Tribunal,“  

la  pregunta  se  vincula  con  la  razonabilidad  de  la  norma  o  su  

proporcionalidad, que implica un est ndar argumentativo m s alto queá á  

el de la arbitrariedad.

As ,  este Tribunal  lo  ha planteado en los  siguientes  t rminos:í é  

Las preguntas que a continuaci n se plantean expresan, de diferente“ ó  

manera, la misma idea central: Tienen las normas legales pertinentes¿  

el grado de precisi n y especificidad suficiente para delimitar el espacioó  

de discrecionalidad de la autoridad administrativa (y de la justicia) para  

imponer una sanci n? Tienen las normas sobre cuya inaplicabilidadó ¿  

debe  pronunciarse  este  Tribunal  la  densidad  legal  suficiente  para  

estructurar y guiar el ejercicio de la potestad sancionatoria? Existen¿  
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criterios, par metros o gu as para la determinaci n de la magnitud deá í ó  

la sanci n aplicable? Tienen las normas legales pertinentes la aptitudó ¿  

para que la autoridad administrativa o judicial pueda imponer (si es el  

caso) una sanci n proporcionada o que no carezca de racionalidad enó  

cuanto  a  su  severidad?  (STC  Rol  N 11.110-2021,  c.  4 ).  A” ° °  

continuaci n,  seguiremos  la  secuencia  argumentativa  de  eseó  

precedente.”

Explican que,  antes de abordar el tema, es importante tener“  

presente que el an lisis que este Tribunal debe realizar ha de hacerseá  

sobre  la  base  no  del  mejor  arreglo  procedimental  posible,  sino  

intentando descubrir si el dise o legal objeto de escrutinio supera o noñ  

est ndares m nimos de tolerabilidad constitucional.  á í ”

Posibilidad de graduaci n. Tiene que existir alguna posibilidad“ ó  

de que la autoridad administrativa o el juez, seg n sea el caso, puedaú  

ajustar  o  graduar  la  sanci n  de  acuerdo  con  las  circunstanciasó  

concretas de la infracci n e infractor (..).  ó ”

La tipicidad y la  legalidad.  (..)  En materia  administrativa se“  

aplica  el  principio  de  juridicidad,  esto  es,  que  los  rganos  hayanó  

actuado dentro de sus competencias, de acuerdo a lo establecido en el  

art culo 7 de la Constituci n, y a diferencia de lo que sucede en sedeí ó  

penal  [en]  nuestro  sistema  jur dico,  parte  important sima  de  la“ í í  

regulaci n administrativa se realiza por medio de fuentes infralegales.ó  

Las reglas de comportamiento administrativo s lo pueden entenderse aó  

cabalidad  mediante  los  reglamentos  o  las  resoluciones  dictadas  al  

efecto. Y en esto en caso alguno es una excepci n sist mica, sino queó é  

constituye, a todas luces, la regla general. Ello por una raz n bastanteó  

sencilla.  La  regulaci n  administrativa  resuelve  los  problemas  m só á  

pr cticos y t cnicos de la vida social. Desde infracciones de bagatelaá é  

(no pago de billetes de transporte) hasta la fijaci n de est ndares deó á  

comportamiento, como exigencias en la mantenci n o reparaci n deó ó  

instalaciones (gas o combustible, por ejemplo) condiciones de higiene  

en restaurantes, hoteles o lugares de trabajo, niveles de ruido tolerables,  

condiciones de venta de determinados productos, entre muchos otros.  
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En este escenario ser a iluso y hasta irresponsable exigir que la regla deí  

conducta que deben respetar los  ciudadanos esa misma que debe—  

estar taxativamente enunciada en la legislaci n penal  deba estar enó —  

este  contexto  enunciada  solo  en  leyes  (Letelier,  Ra l,  Garant as” ú “ í  

penales y sanciones administrativas , Pol tica criminal, Vol. 12, N 24,” í °  

p.651).”

En este sentido ha razonado este Tribunal, al declarar que lo“  

relevante  en relaci n con la especificidad de la  norma es:  que staó é  

indique con claridad cu l es la autoridad que puede emitir las rdenesá ó  

e instrucciones,  que en este caso es el  propio Consejo Nacional  de  

Televisi n;  que  determine  con  precisi n  a  los  destinatarios  de  laó ó  

norma,  que  aqu  establece  a  todos  los  servicios  de  televisi n  queí “ ó  

operan, u operen a futuro, en el territorio nacional ; que se se ale con” ñ  

claridad la conducta que se reprocha, que en este caso es la infracci nó  

a la misma Ley N 18.838 o a las instrucciones emanadas del propio°  

Consejo; y que se otorguen garant as para las personas al fijarse uní  

procedimiento  administrativo  sancionatorio,  junto  con  permitir  la  

reclamaci n  judicial,  cuesti n  que  ocurre  en  los  art culos  34  yó ó í  

siguientes de la misma ley. Al respecto se ha razonado que [...] las“  

rdenes dadas por la Superintendencia ejecutan un mandato legal, queó  

es imposible que pueda tener mayores niveles de precisi n o densidad,ó  

dada la complejidad, dinamicidad y aspectos t cnicos involucrados ené  

estos asuntos. De ah  que la ley convoque a la complementaci n de laí ó  

Administraci n,  facult ndola  para  impartir  rdenes  que  concretenó á ó  

deberes legales  (STC Rol N 2264-12, c. 13 ).” ° °

Que, en lo concerniente a los puntos reci n discutidos y que“ é  

resultan pertinentes para el an lisis del caso concreto que se somete aá  

nuestra consideraci n, explicaremos por qu  es posible aseverar que só é í 

se cumplen con los est ndares m nimos de lo que ser a un r gimená í í é  

sancionador racional y justo.”

Que,  la  ley  brinda  espacios  de  flexibilidad  para  que  la“  

autoridad  administrativa  (el  CNTV)  y,  luego,  una  corte  de  justicia  

revisando  lo  obrado,  pueda  determinar  el  tipo  de  sanci nó  
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(amonestaci n, multa, suspensi n de transmisiones o caducidad de laó ó  

concesi n)  y  la  severidad  de  la  sanci n  espec fica  (en  este  caso,  laó ó í  

cuant a de la multa), en base a criterios o par metros fijados en formaí á  

previa por el legislador.  (..)”

Que, el criterio orientador rector que la ley pone a disposici n“ ó  

del sentenciador es el de la gravedad. En efecto, el art culo 33, incisoí  

primero,  de  la  Ley  N 18.838  dispone  expresamente  que  las° “  

infracciones  [.]  ser n  sancionadas  [.]  seg n  la  gravedad  de  laá ú  

infracci n . Este criterio no se limita a la determinaci n del tipo deó ” ó  

medida o sanci n aplicable. Ni el tenor literal ni la aplicaci n pr cticaó ó á  

permiten sustentar dicha hip tesis restrictiva, err neamente sustentadaó ó  

en que la gravedad dice relaci n con el tipo infraccional, mas no conó  

la conducta infraccional, concepto m s amplio. Es m s, la estructuraá á  

interna  del  r gimen  contravencional  de  esta  ley  no  contemplaé  

clasificaci n  expl cita  alguna  que  distinga  tipos  de  contravencionesó í  

seg n su nivel de gravedad. Por consiguiente, al hacerse referencia a laú  

gravedad  de  la  infracci n  dicha  disposici n  est  aludiendo  a  la“ ó ” ó á  

conducta il cita. As , es posible concluir que el criterio de graduaci ní í ó  

referido a la gravedad opera, tambi n, como pauta orientadora paraé  

determinar la sanci n dentro de determinado margen. En este casoó  

particular, ha de utilizarse para fijar el quantum preciso de la multa.”

Que,  la  aplicaci n  de la  sanci n de multa  est  estructurada“ ó ó á  

sobre la base de tres criterios. El primero dice relaci n con el car cteró á  

local o nacional del concesionario (sujeto pasivo de la multa). Dicho 

criterio  diferencia  la  extensi n  del  rango  dentro  del  cual  puedeó  

aplicarse la multa, el que es id ntico en el l mite inferior (20 UTM),é í  

pero  que  difiere  en  cuanto  al  l mite  m ximo.  As ,  aquellasí á í  

concesionarias cuyas transmisiones tienen un alcance territorial mayor  

(nacional) y, ( ). … El segundo par metro est  referido a si ha habido oá á  

no  reincidencia por  parte  del  sujeto  en  la  comisi n  de  la  mismaó  

infracci n por la cual se le est  multando. (..).  ó á El tercer y principal  

criterio es el de la gravedad, el cual tiene por funci n orientar a laó  

autoridad administrativa o judicial (en su caso) en la fijaci n precisa deló  
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importe de la multa que ha de aplicarse al infractor,  dentro de los  

m rgenes permitidos.  á ”

Que“ ,  en  el  caso  concreto,  se  ha  aplicado  la  multa  en  su 

m nimoí ,  como  resultado  de  un  razonamiento  suficientemente  

desarrollado  y  entendible.  Esta  magistratura  hace  presente  que  la  

solicitud de eliminaci n del art culo 33 de la Ley 18.838 dejar a sinó í í  

norma y sin pautas a la Corte de Apelaciones para determinar si la  

sanci n ha sido aplicada dentro de la legalidad o no. ó A tal punto esto 

es as , queí  sentencias de este mismo Tribunal que han resuelto en el  

sentido  contrario  al  de  este  fallo  han  producido  una  distorsi nó  

parad jica en el funcionamiento del reclamo de ilegalidad, cuando laó  

Corte de Apelaciones respectiva ha decidido tomar en consideraci n laó  

sentencia del Tribunal Constitucional (cuesti n que resulta de capitaló  

importancia  para  esta  magistratura), declarando  que  al  carecer  de 

norma solo puede aplicar la multa en su m nimoí . En consecuencia, la 

paradoja  se produce en dos  sent idos : el primero, al  aplicarse  

una  sanci n  s in  norma  y,  el  segundo,  porque  se  trata  deó  

una  sanci n  nica  que  puede  ser  desproporcionada  tantoó ú  

por  infravalorar  como  sobrevalorar  una  infracci nó  

administrat iva ,  transformando  la  actividad  del  juez  en  una  de  

car cter  creativo e  irracional  a la  vez,  como da cuenta el  voto deá  

minor a de la sentencia Rol N 760-2020 de la Corte de Apelaciones deí °  

Santiago.”

Concluyen, Que, en cuanto a la libertad de emitir opini n y de“ ó  

informar, sin censura previa, garantizada en el art culo 19 N 12 de laí °  

Constituci n,  ning n  acto  de  censura  se  ha  podido  verificar,  deó ú  

momento  que  lo  juzgado  en  la  contienda  que  da  lugar  a  este  

requerimiento  es,  precisamente,  la  emisi n  de  un  contenido,ó  

configur ndose  la  sanci n  con  posterioridad.  La  legislaci n  queá ó ó  

contiene la norma impugnada responde a un fin leg timo como es elí  

correcto  funcionamiento  de  la  televisi n  y  se  encuentra  enó  

concordancia con el Derecho Internacional. Es as  como el art culo 13í í  

de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos establece laó  
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convencionalidad de controles posteriores al ejercicio de la libertad de  

expresi n y de informar: ( )ó … ”

(..) 2.“ El  ejercicio  del  derecho  previsto  en  el  inciso  

precedente  no  puede  estar  sujeto  a  previa  censura  sino  a  

responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas  

por la ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los derechos o  

a  la  reputaci n  de  los  dem s,  o  b)  la  protecci n  de  la  seguridadó á ó  

nacional, el orden p blico o la salud o la moral p blicas .ú ú ”

(...)

4. En  cuanto  a  la  infracci n  espec fica  que  da  lugar  aló í  

contencioso administrativo, que constituye la gesti n pendiente de esteó  

requerimiento, se trata de horarios protegidos para menores, lo que  

tambi n se encuentra en armon a con la ya citada norma convencionalé í  

en su numeral 4: Los espect culos p blicos pueden ser sometidos por“ á ú  

la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a  

ellos  para  la  protecci n moral  de la  infancia y la  adolescencia,  sinó  

perjuicio de lo establecido en el inciso 2 .”

UND CIMO: É Que, la Excma. Corte Suprema en relaci n a laó  

competencia de la Corte de Apelaciones, en aquellos casos en que se 

ha  interpuesto  un  requerimiento  constitucional,  y  que  haya  sido 

acogido por el TC, dejando sin aplicaci n al caso concreto una normaó  

determinada, en los autos Rol N  17.536-2019, sobre procedimiento de°  

reclamaci n de multa conforme a lo dispuesto en el art culo 30 deló í  

Decreto  Ley  N  3.538,  caratulados  Ponce  Lerou  Julio  C sar  con° “ é  

Superintendencia de Valores y Seguros , conociendo de los recursos de”  

casaci n en la forma y fondo, por sentencia de 02 de octubre de 2020,ó  

se al , en lo pertinente, lo siguiente:ñ ó

Corresponde destacar que, con fecha 24 de mayo de 2018, el“  

Tribunal Constitucional dict  sentencia en el marco del requerimientoó  

de  inaplicabilidad  deducido  por  el  reclamante  ante  dicha  sede  y  

relacionado con la presente causa, el cual fue acogido declar ndose,á  

por tanto, inaplicable en la especie el inciso primero del art culo 29 delí  

Decreto Ley N 3.538.° ”
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Fund  su  pretensi n  constitucional,  en  primer  t rmino,“ ó ó é  

se alando que el precepto vulnera el principio de proporcionalidad, yañ  

que no existe forma de determinar la base de c lculo ni el porcentajeá  

aplicable, quedando solo a discrecionalidad del sancionador.

Luego, sostuvo que la norma vulnera el principio de legalidad,  

en sus variantes de tipicidad y reserva legal, por medio de la cual se  

otorga certeza jur dica a las personas, permiti ndoles conocer tanto lasí é  

actuaciones  u omisiones  il citas,  como las  consecuencias  asociadas  aí  

stas. La vulneraci n, concretamente se producir a por la arbitrariedadé ó í  

que  tendr  el  sancionador  para  la  determinaci n  del  monto  de  laá ó  

multa.”

Del  mismo  modo,  se al  como  tercer  motivo  de“ ñ ó  

inconstitucionalidad,  la  vulneraci n  a  la  igualdad  ante  la  ley  y  eló  

debido proceso.”

El Tribunal Constitucional acogi  el requerimiento deducido de“ ó  

acuerdo a los siguientes motivos: existe una imprecisi n del r gimenó é  

sancionatorio,  toda vez que no es lo suficientemente determinado y  

especifico, tanto en la estructura misma, como en la forma en que debe  

aplicarse debido a la ausencia de criterios de graduaci n. Agrega queó  

la imprecisi n de dicho sistema se ve potenciada por la ausencia deó  

una normativa reglamentaria que permita atenuar la falta de densidad  

normativa  suficiente  respecto  de  la  tipificaci n  de  la  norma  enó  

comento. A lo anterior a ade que existe incertidumbre respecto delñ  

objeto sobre el cual se calcula el porcentaje que sirve de referencia  

para la determinaci n del importe de la multa y que no existe gu a oó í  

criterio para realizar el ejercicio de singularizaci n de la sanci n.ó ó ”

( ) El fallo de segundo grado, luego de analizar en detalle la…  

prueba  rendida  en  primera  y  segunda  instancia,  razona  que,  no  

habi ndose  desvirtuado  la  presunci n  de  legalidad  de  la  resoluci né ó ó  

sancionatoria, en cuanto a los hechos constitutivos de las infracciones,  

no corresponde sino compartir la resoluci n de fondo de la sentenciaó  

en  alzada,  en  cuanto  a  rechazar  la  reclamaci n  en  su  petici nó ó  

principal.
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Respecto de la petici n subsidiaria de rebaja de la multa tasadaó  

en 1.700.000 Unidades de Fomento, estiman los sentenciadores que, de  

conformidad  al  art culo  93  N 6  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ó í  

Rep blica, se ven compelidos a resolver teniendo en consideraci n laú ó  

sentencia  dictada  por el  Tribunal  Constitucional  antes  referida.  Así  

entonces,  no pueden dar  aplicaci n a  la  norma en cuesti n  y,  poró ó  

tanto, no est n en condiciones de confirmar la cuant a de la multaá í  

impuesta por la SVS, en tanto aqu lla se fij  precisamente utilizando laé ó  

facultad  de  tasarla  en  hasta  un  30% del  valor  de  las  operaciones  

irregulares.

Se concluye, por tanto, que el juzgamiento debe efectuarse a la  

luz de lo dispuesto en el art culo 28 del Decreto Ley N 3.538, ( )í ° … ”

En  el  considerando  s ptimo  del  fallo  en  comento,  la  Costeé  

Suprema  sostiene  que:  S ptimo:  Que,  si  bien  es  efectivo  aquello“ é  

se alado  por  la  parte  reclamada,  en  orden  a  que  el  recurso  deñ  

apelaci n interpuesto por el sancionado, si bien pidi  una rebaja de laó ó  

multa impuesta, por estimarla desproporcionada, lo hizo fundado en  

consideraciones relativas a otras sanciones pecuniarias y alegaciones de  

fondo que no implicaron una impugnaci n directa de la aplicaci n deló ó  

art culo  29  del  Decreto  Ley  N 3.538,  lo  cierto  es  que  la  rebajaí °  

aplicada por los sentenciadores del grado no estuvo determinada por el  

acogimiento  de  dichas  argumentaciones,  sino  por  el  efecto  de  la  

declaraci n de inaplicabilidad del precepto, pronunciada antes de laó  

sentencia  de  segunda  instancia  y  que,  por  tanto,  implic  unaó  

modificaci n del bloque de legalidad que los sentenciadores debieronó  

considerar para la resoluci n del caso concreto.ó

En efecto,  la  sentencia  de  inaplicabilidad  es  vinculante  en  el  

pleito  de  que  se  trate,  en  el  sentido  que  la  resoluci n  no  podró á 

justificarse  en  el  precepto  declarado  inaplicable  por  

inconstitucionalidad,  porque  la  declaraci n  del  fallo  dispone  laó  

prohibici n de emplearlo en la decisi n del asunto.ó ó

Pretender que el bloque de legalidad aplicable en estos autos no  

podr a variar, porque la sentencia del Tribunal Constitucional se dictí ó 
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durante  la  tramitaci n  de  segunda  instancia,  significa  desconoceró  

expresamente los m rgenes en que tanto la Constituci n como la leyá ó  

org nica del Tribunal Constitucional han considerado la posibilidad deá  

tal  rgano  de  pronunciarse  sobre  la  gesti n  pendiente .  As ,  eló “ ó ” í  

art culo 93 N 6 de la Carta Fundamental expresa textualmente que esí °  

atribuci n del Tribunal Constitucional resolver, por la mayor a de susó “ í  

miembros  en ejercicio,  la  inaplicabilidad  de un precepto legal  cuya  

aplicaci n en cualquier gesti n que se siga ante un tribunal ordinario oó ó  

especial, resulte contraria a la Constituci n  (las negritas son nuestras).ó ”  

En el inciso 10  del mismo precepto se agrega: En el caso del n mero° “ ú  

6 , la cuesti n podr  ser planteada por cualquiera de las partes o por elº ó á  

juez que conoce del asunto. Corresponder  a cualquiera de las salasá  

del  Tribunal  declarar,  sin  ulterior  recurso,  la  admisibilidad  de  la  

cuesti n siempre que verifique la existencia de una gesti n pendienteó ó  

ante el tribunal ordinario o especial,  que la aplicaci n del preceptoó  

legal impugnado pueda resultar decisivo en la resoluci n de un asunto,ó  

que la  impugnaci n est  fundada razonablemente y se cumplan losó é  

dem s  requisitos  que  establezca  la  ley.  A  esta  misma  sala  leá  

corresponder  resolver la suspensi n del procedimiento en que se haá ó  

originado la acci n de inaplicabilidad por inconstitucionalidad  ó ”

Por su parte, la Ley Org nica del Tribunal Constitucional, en elá  

N 6 de su art culo 31, reproduce la misma redacci n de lo ya citado° í ó  

en el art culo 93 N 6 de la Constituci n, para puntualizar luego, en suí ° ó  

art culo 81, el precepto que clarifica a n m s la materia en comento:í ú á  

Art culo  81.  El  requerimiento  podr  interponerse  respecto  de“ í á  

cualquier gesti n judicial en tramitaci n, y en cualquier oportunidadó ó  

procesal en que se advierta que la aplicaci n de un precepto legal queó  

pueda ser decisivo en la resoluci n del asunto resulta contraria a laó  

Constituci n .ó ”

As , no existen l mites, mientras la gesti n se halle pendiente,“ í í ó  

para deducir el requerimiento de inaplicabilidad de un precepto legal. 

Por cierto, la sentencia del Tribunal no tendr  efecto retroactivo queá  

permita reprochar la conducta personal de los jueces que fallaron con  
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anterioridad  a  la  dictaci n  de  la  dictaci n  del  fallo  cuando a n eló ó ú  

precepto era aplicable, pero en las sentencias que se dicten del fallo en  

adelante, ste s  resulta obligatorio al sentenciador, en el sentido queé í  

no podr  basar su decisi n en l.á ó é ”

( )  En  definitiva,  la  inaplicabilidad  judicialmente  declarada“ …  

opera como una suerte de dispensa de Tribunal a tribunal, que aunque  

no libera al juez de la gesti n de su inexcusable deber de fallar,  loó  

exime de la obligaci n de aplicar el precepto legal cuestionado si seó  

han  dado  todos  los  supuestos  hipot ticos  para  que  la  norma  seaé  

aplicable al caso. Esta dispensa particular genera un pseudo-vac o legalí  

o una laguna impropia, que es inmediatamente llenada por las reglas  

comunes y los principios generales que corresponde aplicar en virtud  

del  principio  de  inexcusabilidad  (N ez  Poblete,  Manuel  A.  Los” úñ “  

Efectos de las Sentencias en el Proceso de Inaplicabilidad en Chile:  

Examen  a  un  Quinquenio  de  la  Reforma  Constitucional .  Revista”  

Estudios  Constitucionales,  Centro  de  Estudios  Constitucionales  de  

Chile, Universidad de Talca, A o 10, N 1, 2012, pp. 15-64).ñ °

( )  En tal sentido, debe aclararse que la labor del Tribunal… “  

Constitucional se limita s lo a impedir la aplicaci n normativa objetivaó ó  

de los preceptos legales excluidos en el caso concreto, pero en caso  

alguno se extiende al contenido que debe integrar la resoluci n de laó  

controversia particular, como tampoco resuelve sobre la norma legal  

que debe aplicarse en reemplazo de aquellas que han sido prescindidas,  

por  lo  que  la  decisi n  de  fondo  sigue  dependiendo  de  la  laboró  

jurisdiccional  del  tribunal  de  la  causa,  que  la  sigue  ejerciendo  con  

plena autonom a para determinar el alcance del proceso concreto queí  

conoce, siendo soberano para atribuir sentido al ordenamiento jur dicoí  

aplicable  conforme a derecho,  pues  como se ala  el  profesor  N ezñ úñ  

Poblete,  en su obra ya citada,  la declaraci n de inaplicabilidad,  si“ ó  

bien margina del caso al precepto declarado inaplicable, no inhabilita a  

los jueces de la gesti n para resolver el asunto conforme al principio deó  

inexcusabilidad y al m rito del proceso.é ”
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Finalmente, sostiene en el considerando vig simo segundo: é “Que, 

a  la  luz  de  lo  ya  razonado,  si  se  analiza  la  decisi n  de  segundaó  

instancia impugnada por el recurso en estudio, es posible apreciar que  

no  se  incurre  en  vulneraci n  alguna  de  los  preceptos  denunciadosó  

como infringidos,  en  tanto es  clara  en indicar  que,  a  la  luz  de la  

prueba  rendida,  se  concluy  que,  tal  como  se  resolvi  en  sedeó ó  

administrativa,  el  reclamante  tiene  responsabilidad  en  la  venta  de  

acciones de las sociedades cascada a las sociedades relacionadas de su  

propiedad, a un precio que la SVS consider  bajo el mercado, paraó  

luego revenderlas  a  un precio  superior,  constituyendo con ello  una  

estructura defraudatoria que utilizaba diversas formas de adquisici n yó  

ventas,  que culminaban con resultados  positivos  para  las  sociedades  

relacionadas y negativos para las cascada, haciendo primar el inter sé  

del  actor.  A ade  la  sentencia  a  modo  de  conclusi n  que  noñ ó “  

habi ndose  desvirtuado  la  presunci n  de  legalidad  de  la  resoluci né ó ó  

sancionatoria,  en  cuanto  a  los  hechos  constitutivos  de  dichas  

infracciones,  no  cabe  sino  compartir  la  resoluci n  de  fondo  de  laó  

sentencia en alzada en cuanto a rechazar la reclamaci n y dejar sinó  

efecto la multa .”

Vig simo  tercero:  Que,  luego,  la  decisi n  deja  expresamenteé ó  

consignado que la nica raz n por la cual se procede al acogimientoú ó  

de la petici n subsidiaria de rebaja de la multa es la declaraci n deó ó  

inaplicabilidad del art culo 29 del Decreto Ley N 3.538, decisi n queí ° ó  

dej  al  monto  de  1.700.000  Unidades  de  Fomento  impuesto,ó  

desprovisto de todo fundamento jur dico, obligando a recurrir al restoí  

de  las  normas  relativas  a  la  avaluaci n  del  castigo  pecuniario,ó  

estim ndose aplicable el art culo 28, de cuya interpretaci n deriv  unaá í ó ó  

sanci n del m ximo posible, esto es, 75.000 Unidades de Fomento.ó á ”

DUOD CIMO:  É Que, de la sentencia citada, se advierte que: 

la  extensi n  de  la  competencia  judicial  para  la  resoluci n  de  unó ó  

reclamo de ilegalidad que impone una multa incluye la discusi n deó  

todos  los  aspectos  de  forma  y  fondo  que  fundaron  la  actuaci nó  

administrativa; la sentencia de inaplicabilidad es vinculante en el pleito 
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de que se trate, en el sentido que la resoluci n no podr  justificarse enó á  

el  precepto declarado inaplicable por inconstitucionalidad,  porque la 

declaraci n del fallo dispone la prohibici n de emplearlo en la decisi nó ó ó  

del asunto; la sentencia del Tribunal no tendr  efecto retroactivo queá  

permita reprochar la conducta personal de los jueces que fallaron con 

anterioridad  a  la  dictaci n  de  la  dictaci n  del  fallo  cuando a n  eló ó ú  

precepto era aplicable, pero en las sentencias que se dicten del fallo en 

adelante, ste s  resulta obligatorio al sentenciador, en el sentido que noé í  

podr  basar su decisi n en l; la labor del Tribunal Constitucional seá ó é  

limita s lo a impedir la aplicaci n de los preceptos legales excluidos enó ó  

el  caso concreto, pero en caso alguno se extiende al  contenido que 

debe integrar la resoluci n de la controversia particular, como tampocoó  

resuelve  sobre  la  norma legal  que  debe  aplicarse  en  reemplazo  de 

aquellas que han sido prescindidas, por lo que la decisi n de fondoó  

sigue dependiendo de la labor jurisdiccional del tribunal de la causa, 

que  la  sigue  ejerciendo  con  plena  autonom a  para  determinar  elí  

alcance del proceso concreto que conoce; y, el tribunal sigue teniendo 

competencia para determinar legalidad de la resoluci n sancionatoria,ó  

-la  que  goza  de  presunci n  de  legalidad-,  en  cuanto  a  los  hechosó  

constitutivos de dichas infracciones.

D CIMO  TERCERO:  É Que,  seg n se  viene razonando,  yú  

siendo la multa una de las sanciones que contempla precisamente la 

Ley  N 18.838  en  diversas  disposiciones,  ninguna  ilegalidad  podr a° í  

observarse por cuanto el monto de la misma fue fijado en el piso que 

contempla el se alado art culo 33 N 2 (esto es, 20 UTM), ya que, enñ í °  

tal caso la funci n administrativa del ente sancionador no traspasar a eló í  

umbral  m nimo  fijado  en  la  norma  ni  configurar a,  por  tanto,  uní í  

ejercicio potestativo discrecional a la hora de fijar el quantum de la 

pena  pecuniaria,  que  es  lo  que  se  reprocha  concretamente  en  la 

sentencia del TC. 

Al  efecto,  la  conclusi n  indicada  en  lo  precedente  resultaó  

concordante,  con  el  voto  del  Ministro  se or  Mu oz  y  el  Abogadoñ ñ  

Integrante se or Pierry, -y que esta Corte comparte-, plasmados en elñ  
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mismo fallo citado de la Excma. Corte Suprema, cuyos fundamentos, 

en s ntesis, son los siguientes:í

( ) la inconstitucionalidad de dicha norma no fue planteada“ …  

por  el  reclamante  en  sede  administrativa,  como  tampoco  en  sede  

judicial durante la tramitaci n de la primera instancia de su reclamo.ó  

En efecto, el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad  

fue deducido ante el Tribunal Constitucional luego de haberse tra doí  

los autos en relaci n para el conocimiento, por la Corte de Apelacionesó  

de Santiago, del recurso de apelaci n entablado por el actor contra laó  

sentencia de primer grado que rechaz  su acci n, de modo que no seó ó  

trataba de una alegaci n que, a lo menos hasta esa fecha, hubiere sidoó  

incorporada v lidamente a la causa, a trav s de los medios procesalesá é  

destinados para ello.”

2  Que al  ejercer la jurisdicci n los tribunales  de justicia,  si“ ° ó  

bien no pueden excusarse del ejercicio de dicha funci n cuando haó  

sido  requerida  legalmente  su  intervenci n  y  en  negocios  de  suó  

competencia aun a falta de ley que dirima la contienda-, al resolver el–  

conflicto sometido a su decisi n deben hacerlo dentro del marco de laó  

cuesti n controvertida, determinada por las acciones y excepciones, oó  

defensas  generales,  que  se  hayan  hecho  valer  oportunamente  en  el  

juicio,  esto  es,  en  los  escritos  fundamentales  de  demanda  y  

contestaci n,  salvo  ciertas  excepciones  perentorias  que  puedenó  

oponerse en oportunidades procesales diversas.”

Lo anterior aparece consagrado en los art culos 160 y 170 N 6,“ í °  

ambos  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  en  cuanto  estatuyen  ó –

respectivamente  que los fallos deben extenderse de acuerdo al m rito– é  

del  proceso,  no  pudiendo  comprender  puntos  no  sometidos  

expresamente a su decisi n, salvo que las leyes autoricen o permitanó  

proceder  de  oficio;  y  que  lo  decisorio  de  la  sentencia  debe  

circunscribirse  al  asunto  debatido,  que  abarca  todas  las  acciones  y  

excepciones hechas valer oportunamente en el proceso.”

3  Que, aun cuando fuera posible entender que el conflicto de“ °  

constitucionalidad  pudiera  incorporarse  al  pleito,  por  la  v a  de  serí  
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alegado tard amente en segunda instancia, corresponde tener presenteí  

que el petitorio del recurso de apelaci n  arbitrio impugnatorio cuyosó –  

fundamentos  fijan  la  competencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  – 

tampoco  se  refiere  a  una  eventual  inconstitucionalidad  del  citado  

art culo 29. Muy por el contrario, al momento de solicitar la rebaja deí  

la multa, el actor refiere como nicas argumentaciones: a) la multa esú “  

desproporcionada en relaci n a las multas que permiten otros textosó  

legales y que se han aplicado. b) Adem s, no se considera: i) Que seá  

aplican dos sanciones por la misma conducta; ii) Que las operaciones  

fueron conocidas, aprobadas y acordadas en su caso, por los directorios  

de  las  sociedades  Cascada  con  la  anuencia  de  los  directores  

independiente  y  de  accionistas  minoritarios  en  su  caso;  iii)  no  se  

sanciona a estos otros part cipes en los acuerdos; iv) iguales operacionesí  

(bajo  o  sobre  el  precio  de  referencia)  fueron  efectuadas  por  

inversionistas  institucionales  respecto  de  lo  que  nada  se  dice  ni  se  

aplican sanciones; v) en el periodo en que se efectuaron las operaciones  

sancionadas  la  inversi n  en acciones  de las  sociedades  Cascada  fueó  

mucho m s rentable que otros t tulos en el mercado nacional; vi) Queá í  

no ha existido perjuicio para los minoritarios como lo confes  la SVSó  

en diligencia efectuada en otros juicios .”

En consecuencia, en concepto de estos disidentes, aun cuando el  

acto administrativo impugnado se hubiere sustentado en la aplicaci nó  

del art culo 29 del Decreto Ley N 3.538 al momento de avaluar elí °  

castigo pecuniario, criterio validado por la sentencia de primer grado –  

en tanto dicha inconstitucionalidad no fue tra da al pleito en esa etapaí  

jurisdiccional   la  declaraci n  posterior  de inaplicabilidad  no pod a– ó í  

tener incidencia en la decisi n de segunda instancia respecto de dichaó  

cuant a, en tanto el agravio constituido por la aplicaci n del preceptoí ó  

no  fue  manifestado  en  el  reclamo,  como  tampoco  al  momento  de  

interponer  el  recurso  de  apelaci n,  falencia  que  trae  consigo  laó  

imposibilidad de que los sentenciadores del grado razonaran sobre este  

punto, al carecer de competencia para ello.
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4  Que,  dicho  de  otro  modo,  el  planteamiento  de  una°  

inconstitucionalidad que no fue tra da al pleito en sede administrativa,í  

como tampoco en  la  etapa  de  discusi n,  resulta  improcedente,  poró  

cuanto implica privar a la contraria, tanto en la etapa administrativa  

como jurisdiccional, de la posibilidad de manifestar su parecer sobre la  

pertinencia  de  aplicar  el  precepto  al  caso  sub  judice,  lo  que  de  

aceptarse  atentar a  contra  el  principio  de  la  bilateralidad  de  laí  

audiencia. Esta inadmisibilidad se impone, adem s, por cuanto no haná  

podido ser violentadas por los magistrados del fondo reglas legales no  

invocadas  por  las  partes  al  interponer  las  acciones  y  oponer  sus  

excepciones,  alegaciones  o  defensas.  En  este  aspecto,  la  se aladañ  

inconstitucionalidad  fue  alegada  extempor neamente  por  laá  

reclamante,  raz n  que  trae  consigo  la  imposibilidad  de  que  losó  

sentenciadores  del  grado  rebajaran  la  multa,  sobre  la  base  de  

argumentos que giraran en torno a ella.

5  Que, en este contexto y tal como se indica en el fallo que°  

antecede,  esta Corte ha resuelto en reiteradas  oportunidades que el  

fallo incurre en ultra petita cuando, apart ndose de los t rminos ená é  

que los litigantes plantearon la controversia, altera el contenido de sus  

peticiones, cambia su objeto o modifica su causa de pedir; quedando  

vedado  a  los  sentenciadores  extender  su  decisi n  a  puntos  que  noó  

hubieren sido sometidos expresamente a juicio por los contradictores,  

salvo en tanto las leyes manden o permitan proceder de oficio.

Debe considerarse, adem s, que entre los principios capitales delá  

proceso figura el de la congruencia, que sustancialmente apunta a la  

conformidad  que  ha  de  mediar  entre  la  sentencia  expedida  por  el  

rgano  jurisdiccional  y  las  peticiones  que  las  partes  han  expuestoó  

oportuna  y  formalmente  en  sus  escritos  fundamentales  adjuntos  al  

litigio; ello guarda estrecha concordancia con el principio dispositivo,  

por medio del cual los contradictores fijan el alcance y contenido de la  

tutela que impetran al rgano jurisdiccional a favor de los interesesó  

jur dicamente relevantes que creen afectados.í
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6  Que, en la especie,  tal  como se ha venido razonando, los°  

falladores de segundo grado se apartaron en sus razonamientos de las  

alegaciones  vertidas  por  las  partes,  procediendo  a  rebajar  la  multa  

impuesta sobre la  base de una inconstitucionalidad que,  si  bien fue  

declarada por el  rgano competente,  dice relaci n con un preceptoó ó  

cuyos efectos no fueron denunciados por el reclamante como parte de  

su agravio,  raz n  que lleva  a  estos  disidentes  a  estimar  que se  haó  

incurrido en el vicio de ultra petita denunciado.

7  Que,  sin  perjuicio  que  lo  hasta  ahora  expresado  resulta°  

suficiente para sustentar el acogimiento del arbitrio de nulidad formal,  

quienes sostienen este voto particular no pueden dejar de manifestar  

que  la  naturaleza  de  la  acci n  contemplada  en  el  art culo  30  deló í  

Decreto Ley N 3.538 es la de un reclamo de ilegalidad, esto es, un°  

contencioso administrativo de nulidad, que busca dejar sin efecto un  

acto administrativo por haberse dictado en contravenci n a preceptosó  

determinados, car cter distinto al de un juicio declarativo de derechos.á

En este orden de ideas, el bloque de legalidad aplicable al caso  

concreto, qued  determinado por aquel que se encontraba vigente aló  

momento de adoptarse la decisi n impugnada por parte de la SVS ó –  

esto es, el acto administrativo objeto de estos antecedentes  sin que–  

ello var e por el solo hecho de haberse declarado con posterioridad laí  

inaplicabilidad de alguna de esas normas, puesto que ese solo hecho no  

puede resultar apto para tornar al acto en ilegal.”

En otras palabras, tal como ya lo resolvi  esta Corte en autos“ ó  

Rol  N 4518-2011,  la  circunstancia  que  el  Tribunal  Constitucional°  

hubiere declarado inaplicable un precepto legal sobre la base del cual  

la autoridad administrativa actu , sujeta como lo est  al principio deó á  

juridicidad, no puede conducir a estimar, con efecto retroactivo, que  

tal proceder es ilegal o contrario a la ley aplicable al caso concreto,  

desde que para tal  efecto resulta insuficiente la  dictaci n del  citadoó  

fallo, en tanto ste no permite variar el hecho que, al momento deé  

dictaci n del acto administrativo, la regla en cuesti n se encontrabaó ó  
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vigente y nicamente se dio contenido a su inconstitucionalidad conú  

posterioridad.”

D CIMO  CUARTO:  É Que,  en  este  punto  del  an lisis  delá  

caso,  conviene  recordar  lo  expuesto  en  el  motivo  tercero  de  esta 

sentencia,  en cuanto a:  Que, el  art culo 34 de la Ley N  18.838,“ í °  

denomina como apelaci n  al arbitrio procesal que all  se concede,“ ó ” í  

no  obstante  que,  por  su  naturaleza,  ste  constituye  un  verdaderoé  

reclamo de ilegalidad jurisdiccional, en donde la competencia de esta  

Corte viene dada por la naturaleza del recurso de reclamaci n, en“ ó  

tanto control de legalidad ; Por ello,  la ponderaci n en esta sede,” ” ó  

cuyo  objeto  es  controlar  la  existencia  de  vicios  acreditables  de  

ilegalidad por parte del sancionador -ejercicio de competencias legales,  

respeto al debido proceso y debida motivaci n del acto administrativo-,ó  

y no evaluar posturas jur dicamente divergentes.  (Sentencia rol 333-í ”

2020, ICAS. C. 4; Sentencias Corte Suprema roles N s 69.774, 69.781,°  

71.917 y 71.977, todos de 2020.); de modo que se trata de revisar si el 

Acuerdo sancionatorio incurre en ilegalidades que hagan procedente 

dejar  sin  efecto  la  multa  impuesta  como  sanci n;  se  debe  teneró  

presente, adem s, que en estaá  instancia no es v lida para discrepanciasá  

de  interpretaci n  jur dica,  ni,  por  tanto,  a  las  caracter sticas  yó í í  

finalidades propias de un recurso de apelaci n, -que por su naturalezaó  

no  es  tal-,  pues  su  oportunidad  ya  precluy ;  y,  la  presunci n  deó ó  

legalidad de los actos administrativos derivada del art culo 3  de la Leyí °  

19.880. 

Lo  anterior  es  de  suma  relevancia,  es  especial  respecto  a  la 

competencia de esta Corte al revisar la procedencia de las alegaciones 

expuestas en el recurso, ello, por cierto, atendido al fallo del TC que 

acoge el requerimiento de inconstitucionalidad del art culo 33 N  2 deí °  

la Ley 18.838.

D CIMO QUINTO:  É Que, la recurrente de autos, solicita a 

esta  Corte:  “tener  por  interpuesto  recurso  de  apelaci n  contra  laó  

resoluci n del CNTV que  abusiva e ileg timamente  impuso a Tó – í – ú 

Ves una multa de 20 UTM, mediante el Oficio Ordinario N  735;º  
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acogerlo a tramitaci n; y, en definitiva, dejarla sin efecto, con expresaó  

condena en costas.”

D CIMO SEXTO: É Que, entonces, y como tantas veces se ha 

indicado durante en este fallo, al igual que en las sentencias citadas y 

votos  disidentes,  en  el  caso  en  concreto,  a  esta  Corte  le  compete, 

verificar que el procedimiento sancionatorio llevado por el CNTV en 

contra  de  T  Ves ,  en  que  se  determin  la  efectividad  de  las“ ú ” ó  

infracciones imputadas, lo que culmin  con la aplicaci n de  una multaó ó  

de 20 UTM, vulner  o no las normas que les son aplicables, si se alejó ó 

del  procedimiento  establecido,  que  haya  podido  significar  una 

conculcaci n a las normas que alega el recurrente como infringidas.ó

Pues bien, y como ya se adelantara en el considerando quinto de 

esta sentencia,  la  imputaciones a  la  ausencia  de un debido proceso 

administrativo; que la multa ha sido aplicada sin sustento y sin que se 

encuentre  justificado  a  su  respecto  un  actuar  culpable,  por  cuanto, 

como operador de TV Paga, no tiene posibilidad de controlar o filtrar 

a  priori  los  contenidos  que  le  distribuyen  los  Proveedores;  que,  las 

atenuantes  de  responsabilidad  no  fueron  consideradas;  infracci n  aló  

principio de proporcionalidad, pues la cuant a de la multa no refleja lasí  

desigualdades  en  el  riesgo  generado  ni  la  capacidad  econ mica  deló  

infractor; y, finalmente, imputa vulneraci n del principio de tipicidad,ó  

dada la ambig edad y vaguedad de la ley al  modelar la norma deü  

sanci n contenida en el art culo 33 N 2 de la Ley N 18.838.ó í ° °

Tal y como se fundament  en el motivo citado, cada una de lasó  

alegaciones fueron desvirtuadas; y, por cierto, en el presente recurso no 

cabe hablar de proporcionalidad, ni de vulneraci n del principio de“ ó  

tipicidad,  dada  la  ambig edad  y vaguedad de  la  ley  al  modelar  laü  

norma  de  sanci n ,  puesto  que  como  se  advirtiera,  la  multa  fueó ”  

aplicada en su m nimo.í

En ese  escenario,  los  reproches  formulados  por  la  reclamante 

carecen  de  la  ndole  necesaria  al  efecto,  por  tratarse  de  unaí  

argumentaci n  de  ndole  netamente  f ctica  no  constitutiva  de  unó í á –  

supuesto  vicio  de  ilegalidad-  ya  que  no  denuncian  la  existencia  de 
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vicios invalidantes de la decisi n, sino meras conclusiones divergentesó  

de aquellas que se contienen en el Acuerdo impugnado, lo que, desde 

ya, hace inviable la reclamaci n de que se trata.ó

D CIMO  S PTIMO:  É É Que,  no  obstante  lo  consignado 

precedentemente, esta Corte estima del caso anotar que los reproches 

f cticos planteados por la recurrente resultan inefectivos a la luz delá  

examen del Acuerdo sancionatorio impugnado, desde que, en primer 

lugar,  la  denuncia  que  da  inicio  al  procedimiento  respectivo  alude 

espec ficamente a la exhibici n de la pel cula ONCE UPON A TIMEí ó í “  

IN  HOLLYWOOD  -  RASE  UNA  VEZ  EN  HOLLYWOOD ,É ”  

emitida el d a 22 de enero de 2021, por el operador TLIVES S.A., aí  

trav s de su se al HBO - CANAL 135 , a partir de las 11:30 horas,é ñ “ ”  

esto es, en horario para todo espectador; se describe y explica en forma 

pormenorizada el contenido de la pel cula; se establecen las facultadesí  

del CNTV; las obligaciones de los servicios de televisi n; los contenidosó  

atribuidos por el legislador al principio del correcto funcionamiento de 

los  servicios  de  televisi n;  la  permisionaria  no  aport  ning nó ó ú  

antecedente  id neo  para  controvertir  la  imputaci n  de  haberó ó  

trasgredido el art. 1  de la Ley 18.838, en relaci n con los art culos 1 yº ó í  

2  de  las  Normas  Generales  sobre  Contenidos  de  las  Emisiones  de 

Televisi n;  durante  el  curso  del  procedimiento  y  particularmente  aló  

momento de presentar sus descargos, la permisionaria siempre tuvo la 

opci n de acompa ar todos los antecedentes de que quisiera servirseó ñ  

para acreditar cada una de sus alegaciones; que se acredit  que losó  

contenidos  rese ados  en  acuerdo,  incluyen  asuntos  y  secuenciasñ  

inadecuados para ser visionados por menores de edad, por cuanto la 

pel cula se encuentra atravesada por un hilo argumental donde primaní  

actos  de  violencia  excesiva  y  expl cita,  tortura,  mutilaciones,  golpesí  

brutales,  entre  otras  acciones,  y consumo naturalizado de alcohol  y 

drogas,  en  horario  de  protecci n;  que,  la  pel cula  ya  hab a  sidoó í í  

calificada por el Consejo de Calificaci n Cinematogr fica, en sesi n deó á ó  

fecha 05 de agosto de 2019, como para mayores de 14 a os, resultandoñ  

sus contenidos inadecuados para quienes a n no cumplen esa edad; y,ú  
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se tuvo en consideraci n al fijar el quantum de la sanci n, la coberturaó ó  

de  la  permisionaria,  la  gravedad  de  la  naturaleza  de  la  infracci nó  

cometida, lo que fue sopesado con el hecho de no registrar sanci n laó  

permisionaria en los 12 meses anteriores a la pel cula fiscalizada porí  

igual causal, por lo que se impuso la multa en su tramo m nimo.í

D CIMO OCTAVO:  É Que, en suma, a la luz de lo se aladoñ  

y atendido lo sentenciado por el  TC, en el  caso sub judice,  no se 

advierte, por esta Corte, ilegalidad en el actuar del CNTV, por cuanto 

es  el  rgano  facultado  por  ley  para  supervigilar  que  los  serviciosó  

limitados  de  televisi n  se  ajusten  estrictamente  a  un  correctoó “  

funcionamiento , pudiendo y debiendo, en caso contrario a ello, aplicar”  

a los infractores las sanciones que correspondan, por lo que solo cabe 

concluir que actu  dentro de sus facultades, en un caso previsto por laó  

ley, ajust ndose en su actuar al ordenamiento jur dico que le rige.á í

As  las cosas, fluye claramente que la sanci n impuesta por elí ó  

CNTV a TU VES  se  encuentra  ajustada  a  la  legalidad,  no hay“ ”  

hecho discutido, la exhibici n de la pel cula de que se trata, que fueó í  

trasmitida en horario de protecci n de los ni os y ni as menores de 18ó ñ ñ  

a os, no resulta discutida, por lo que no cabe acceder a lo peticionadoñ  

en orden a dejar sin efecto la sanci n impuestaó

Adem s, de la simple lectura de la resoluci n que es objeto de laá ó  

reclamaci n, se advierte que sta se encuentra debidamente fundada yó é  

es  acorde  con  los  cargos  que  se  formularon,  como  tambi n  seé  

pronuncia sobre los descargos (sin perjuicio de ser extempor neos), queá  

se han indicado, cumpliendo con el est ndar de motivaci n que exigená ó  

los art culos 11, 16 y 41 de la Ley N 19.880.í º

D CIMO  NOVENO:  É Que,  finalmente,  de  todo  lo 

relacionado, razonado y jurisprudencia citada y analizada, a lo largo de 

este extenso fallo, resulta insoslayable reiterar que los fundamentos de 

esta  Corte  para  desestimar  el  recurso  de  apelaci n,  tiene  comoó  

principal  fundamento, la naturaleza de la  acci n contemplada en eló  

art culo 34 de la Ley N 18.838, que corresponde a la de un reclamo deí °  

ilegalidad, esto es, un contencioso administrativo de nulidad, que busca 
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dejar  sin  efecto  un  acto  administrativo  por  haberse  dictado, 

supuestamente,  en  contravenci n  a  los  principios  del  procedimientoó  

administrativo, contemplados en la Ley 19.880. Y, por otro lado, las 

peticiones  concretas  sometidas  a  conocimiento de  esta  Corte  por  el 

reclamante -que es la que le otorga competencia a este Tribunal para 

conocer y decidir-, sin que sea posible ir m s all , so pena de incurrirá á  

en ultrapetita.  

En este orden de ideas, el bloque de legalidad aplicable al caso 

concreto qued  determinado por aquel que se encontraba vigente aló  

momento de adoptarse la decisi n impugnada por parte del CNTV ó – 

esto es, el acto administrativo objeto de estos antecedentes  sin que–  

ello var e por el solo hecho de haberse declarado con posterioridad laí  

inaplicabilidad de alguna de esas normas, puesto que ese solo hecho no 

puede resultar apto para tornar al acto en ilegal. 

As , y de lo contrario, se estar a dando aplicaci n retroactiva alí í ó  

fallo  del  Tribunal  Constitucional,  lo  que  es  contrario  a  nuestro 

ordenamiento jur dico.í

Finalmente,  esta  Corte  solo  se  limit ,  a  determinar  que  eló  

Acuerdo  del  CNTV,  plasmado  en  el  Oficio  Ordinario  N  735  en°  

Sesi n de fecha 11 de agosto de 2021, no es ilegal, por las razonesó  

tantas veces indicadas, y, con ello, no se ha vulnerado el fallo del TC, 

puesto que este Tribunal, no ha hecho aplicaci n de la norma objetoó  

del requerimiento, si no solo, se ha decidido en base a las normas por 

las  cuales  se  determinan  las  conductas  objeto  de  las  infracciones 

denunciadas y sancionadas, contenidas en los art culos 1  y 12  l)  de laí ° °  

Ley N  18.838 y, en base a los antecedentes que constan en el proceso,°  

se verific  su incumplimiento por parte de TU VES .ó “ ”

Por estas consideraciones, normas legales citadas, y visto adem sá  

lo dispuesto en el art culo 34 de la Ley N  18.838, se  í ° rechaza,  sin 

costas el recurso especial  de apelaci n interpuesto por do a Rebecaó ñ  

Zamora Picciani, en representaci n de T  VES S.A., en contra deló Ú  

Oficio  Ordinario  N  735,  de  fecha  11  de  agosto  de  2021,  del°  

CONSEJO NACIONAL DE TELEVISI N.Ó
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         Se previene que la ministra se ora Rojas Moya, concurre alñ  

rechazo del recurso de reclamaci n intentado por TU VES S.A., peroó  

en virtud de las siguientes consideraciones:

           1.-  La  sentencia  dictada  por  el  Excmo.  Tribunal 

Constitucional  que  acogi  el  recurso  de  inaplicabilidad  y,ó  

consecuentemente, dispuso que, en el caso concreto, era inaplicable el 

art culo 33 N 2 de la Ley 18.838, por infringir los art culos 19 N 2 yí ° í °  

N 3 de la Carta Fundamental; produjo como efecto claro, preciso y°  

categ rico que est  prohibida su aplicaci n, entendi ndose que dichaó á ó é  

norma  ha  sido  derogada  en  el  caso  concreto;  de  modo  que   no 

corresponde realizar ning n razonamiento que pueda llevar a descartarú  

la inaplicabilidad  o la inaplicaci n de dicha norma. Lo anterior poró  

mandato expreso del art culo 93 N 6 de la Constituci n Pol tica de laí ° ó í  

Rep blica.ú

      2.- Que as  entonces y habi ndose establecido en  la sentencia queí é  

se  revisa,  los  hechos  denunciados  y  que  estos  configuraron  la 

infracci n-  en  concepto  de  esta  previniente-,  y  por  el  principio  deó  

inexcusabilidad  igualmente,  debe  emitirse  un  pronunciamiento;  y, 

espec ficamente, que el reclamante debe condenarse pero con aquellaí  

sanci n establecida en el N 1 del art culo 33 de la Ley N 18.838, estoó ° í °  

es, la Amonestaci n.ó  

Reg strese,  noti f quese  y  arch vese,  en  suí í í  

oportunidad.

Redactado por la ministro Sra. Mar a Paula Merino Verdugo yí  

la prevenci n, su autora.ó

Rol N  433-2021. Contencioso Administrativo°

Pronunciada por la Primera  Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  
de  Santiago , presidida por la ministra se ora Marisol Rojas Moyañ  e 
integrada,  adem s,  por  las  ministras  se ora  Inelie  Dur n Madina yá ñ á  
se ora Mar a Paula Merino Verdugo.ñ í
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por los Ministros (as) Marisol

Andrea Rojas M., Inelie Duran M., Maria Paula Merino V. Santiago, cuatro de octubre de dos mil veintidós.

En Santiago, a cuatro de octubre de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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